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Introducción








Nuevos hechos sociales implicaron, hace ya varios siglos, la aparición de lo que hoy conocemos como el derecho comercial. Este ordenamiento fue producto de la necesidad de apartarse de las concepciones y reglas del derecho común, para dar paso a nuevos preceptos, más idóneos para regular la actividad mercantil. En el centro de la por entonces novísima normatividad se ubicó al sujeto de ella : el comerciante. Debido a su distinta manera de obrar, a éste se impusieron ciertas obligaciones especiales, entre las cuales se cuenta el deber de llevar contabilidad.





Roberto L. Mantilla Molina [ Derecho Mercantil, Introducción y Conceptos fundamentales, Sociedades, Editorial Porrúa, S.A., México, 1977, página 137 ] explicó :





" (...) llevar contabilidad es norma de técnica comercial, cuya inobservancia acarrea, normalmente, el fracaso. Pero el fracaso de un comerciante, la quiebra, es un hecho que puede tener graves repercusiones económicas, afectar a otros comerciantes, y, siquiera de modo indirecto, a la sociedad entera. De aquí que la norma técnica se transforme en norma jurídica y que la Ley imponga a los comerciantes el deber de « llevar cuenta y razón de todas sus operaciones », no tanto en beneficio de cada comerciante a quien tal deber se impone, como para precaver a los demás comerciantes, y a toda la colectividad, contra el peligro que representa la imprevisión y el desorden de uno de sus miembros.





179. En caso de que se llegue a producir la quiebra, la contabilidad sirve para determinar si las circunstancias que la produjeron son imputables a errores o malos manejos del comerciante, o si, por lo contrario, fueron causas fortuitas e imprevisibles las que engendraron la insolvencia. Sirve también, en todo caso, de valiosa ayuda para comprobar quiénes son verdaderos acreedores del fallido, y cuál la cuantía de sus créditos.





Como tales funciones de la contabilidad redundan en beneficio de los terceros, se comprende que haya aquí una nueva razón para imponer a los comerciantes la obligación de llevar libros de contabilidad.





180. El Fisco también tiene interés en la contabilidad mercantil : principalmente porque le permite averiguar las utilidades que constituyen la base del impuesto ( sobre la renta ), o el volumen de mercancías producidas que son objeto del gravamen ( alcoholes ), o las operaciones que están sujetas a contribución ( impuesto sobre ingresos mercantiles ). En la actualidad, los libros mismos son objeto de un gravamen fiscal, como lo eran, conforme a la Ley del Timbre, antes de las reformas que ésta sufrió en 1947.





Fiscalmente, están obligados a llevar contabilidad los causantes mayores del impuesto al ingreso global de las empresas ( Ley del Impuesto sobre la Renta, art. 42, frac. I ).





181. Suele señalarse otra razón por la cual la existencia de una contabilidad regular interesa a terceros, y por ello, justifica, la imposición legal de llevarla : al registrar en sus libros una operación en el momento en que la efectúa, el comerciante deja una constancia, generalmente de buena fe, de la existencia y caracteres del acto, que más tarde puede servir de prueba a su contraparte; prueba tal vez única, y por ello valiosísima, dado que por las condiciones mismas del tráfico mercantil, en muchas ocasiones las partes no se cuidan de obtener una constancia de sus tratos. (...) "





El nuevo ordenamiento no se contentó con consagrar dicho deber. Se adentró en regular el sistema, generalmente desde la perspectiva del conjunto de elementos materiales en que la información contable se anota. Esta visión externa, si se quiere formal, de la contabilidad, centrada en los libros y en los comprobantes, pronto se advirtió como insuficiente. Se procedió, entonces, a incorporar al mundo jurídico reglas encaminadas a propender por la calidad de la información que se consigna en dicho sistema documental, estableciendo los que, en nuestro medio, se han conocido como principios de contabilidad generalmente aceptados. De otro lado, el ordenamiento también se preocupó de las cualidades personales de quien está llamado a preparar o supervisar la información en cuestión, lo que constituye una expresa manifestación del derecho de las profesiones.





En el mundo actual, las razones por las cuales el derecho consideró apropiado y necesario que los comerciantes lleven contabilidad, son también predicables de otros sujetos del derecho. De tal suerte que la obligación en comento se ha ido extendiendo a diversos entes, al punto que hoy puede decirse que la excepción es la de no estar obligado a llevarla.





Nos encontramos, entonces, ante un complejo y creciente conjunto de reglas que tiene por objeto la contabilidad, cuya ubicación ha rebasado el derecho comercial.





Las múltiples manifestaciones formales de lo contable en el mundo jurídico y su extensión hacia los más diversos sujetos, parecen ser motivos suficientes para llamar la atención sobre la necesidad de sistematizar el conocimiento sobre el mencionado ordenamiento, en la búsqueda de una exposición clara, lógica y, en lo posible, uniforme, de los valores y fines que inspira y persigue en esta materia el derecho. Solo por este camino podrá superarse la argumentación basada en las palabras que utiliza el legislador, para reemplazarla por un discurso de corte epistemológico.





En Colombia, la expedición del decreto reglamentario 2160 de 1986 marcó una nueva época. Esta normatividad legal aceleró el proceso de interpretación, aplicación, evaluación y ajuste de la regla legal sobre lo contable. Todas las fuentes formales se han ocupado de este asunto. El decreto 2649 de 1993, que en cierto sentido es una codificación, fue construido de lo general a lo particular, del concepto a la técnica, estructura muy apropiada para una acción didáctica.





De manera que parece haber llegado el momento de impulsar en el país el estudio del llamado derecho contable, especialidad que de tiempo atrás ha ocupado la atención de varios doctrinantes, sobre todo en Europa.





Este escrito, en verdad, solo pretende introducir la temática. Habrá tiempo y mejores plumas que se adentren en la cuestión. Por el momento solo es posible intentar una propedéutica. La idea es plantear las cuestiones centrales, exponiendo lo sustancial de ellas, no solo para ilustrar al lector, sino para, simultáneamente, estipular los distintos niveles en que deberá desarrollarse el estudio del derecho contable. Como el lector podrá observar, se recurre en gran medida a citar opiniones de terceros altamente autorizados, reconociendo así expresamente la autoría del pensamiento, evitando decir de peor manera las cosas y contribuyendo, en cierta medida, a la recuperación y conservación de la memoria documental.





La Teoría del Derecho, sobre la cual se construye la primera parte de este ensayo, ha permanecido en evolución. Antiguas concepciones son reemplazadas por nuevas ideas. Algunos de los asuntos que le son propios son objeto de diversas posiciones. Hago esta advertencia porque no es mi propósito terciar en las cuestiones filosóficas que en la actualidad son objeto de reflexión por parte de los científicos. Simplemente quiero sentar una base mínima que permita entender qué es y qué pretende el derecho contable.








Significados de la palabra Derecho








Como es sabido, la palabra no es más que un significante. La palabra evoca un concepto. Cuando ella se pronuncia nos representamos un objeto. Lo maravilloso del asunto consiste en que una misma palabra puede significar distintas cosas para distintas personas, o tener una distinta connotación según la situación o contexto en que se encuentre.





Así, la palabra derecho admite distintas acepciones. Como lo primero que debemos hacer es indicar qué queremos decir cuando aludimos al derecho contable, resulta necesario precisar el sentido en el cual se utiliza en este escrito tal expresión.





Uno de mis más recordados maestros, el doctor Rodrigo Noguera Laborde, en su libro Introducción General al Derecho, Vol I, Introducción a la Filosofía del Derecho [ Institución Universitaria Sergio Arboleda, Serie Major - 3, Bogotá 1994, página 17 ] nos enseña :





" (...) Hoy en día la palabra « derecho » tiene también esos tres principales significados, aparte de otros. a) En efecto, nos valemos de la palabra derecho, en primer lugar, para aludir a lo que es justo, o simplemente a lo justo, como cuando decimos « no hay derecho », es decir, no es justo; o « tengo derecho a », esto es, « como algo justo, me corresponde tal cosa ». Este primer sentido lo menciona como el principal Tomás de Aquino { S. Teol., II - II, c. 57, a. 1 : ius sive iusticia }. b) Pero con esa misma palabra significamos también la ley o el conjunto de leyes o normas, como en las expresiones « derecho civil », « derecho romano », etc., que corresponde a su sentido objetivo, lo que es natural, porque lo justo, como antes dijimos, lo definen las leyes o normas. c) El mismo término se emplea para referirse a las facultades que tales normas nos confieren para obrar « derecho en sentido subjetivo », porque la finalidad de ellas es precisamente trazarnos el sentido que deben tener nuestras acciones. En los idiomas que no provienen del latín, como el inglés, existen palabras diferentes para expresar estos dos últimos significados. Así, en este idioma, law « ley » alude al derecho en sentido objetivo, y rigth « derecho » a su sentido subjetivo. d) También utilizamos hoy la palabra derecho para denominar la ciencia que estudia esta disciplina, como en las expresiones « ciencia del derecho » o « filosofía del derecho » e) Por último, se utiliza igualmente para mencionar los centros de enseñanza de tal ciencia : « facultad de derecho », « escuela de derecho ». (...) ".





Pues bien, cuando utilizamos la expresión derecho contable, usamos aquella palabra en su sentido objetivo. Es decir, nos referimos a un conjunto de normas o disposiciones que versan sobre lo contable.





Derecho, en sentido objetivo, no es otra cosa que el Ordenamiento social impuesto para garantizar la justicia [ Carlos Mouchet, Ricardo Zorraquín Becu, Introducción al Derecho, Editorial Perrot, Buenos Aires 1970, página 27 ].








Naturaleza y fines del Derecho








Antes de todo debemos resaltar el carácter de ciencia social que tiene el derecho. El ámbito del derecho, el lugar en donde actúa, es la comunidad  humana. El derecho se dirige a regular relaciones entre los individuos. El derecho se ocupa de conductas. Mas no de cualquier conducta, sino de aquéllas se implican una interacción con otro u otros seres. Según nuestra Corte Constitucional [ Sala Plena, sentencia C - 221 / 94, Magistrado Ponente doctor Carlos Gaviria Díaz ] :





" (...) Más allá de las disputas de escuelas  acerca de la naturaleza del derecho, puede afirmarse con certeza que lo que caracteriza a esa forma específica de control de la conducta humana es el tener como objeto de regulación el comportamiento interferido, esto es, las acciones de una persona en la medida en que injieren en la órbita de acción de otra u otras, se entrecruzan con ella, la interfieren. Mientras esto no ocurra, es la norma moral la que evalúa la conducta del sujeto actuante { incluyendo la conducta omisiva dentro de la categoría genérica de la acción }. Por eso se dice, con toda propiedad, que mientras el derecho es ad alterum, la moral es ab agenti o, de otro modo, que mientras la norma jurídica es bilateral, la moral es unilateral. En lenguaje hohfeldiano, puede afirmarse que el precepto del derecho crea siempre una situación desventajosa correlativa a una situación ventajosa. En el caso concreto, cuyo análisis importa, un deber correlativo a un derecho. La moral no conoce esta modalidad reguladora. Las obligaciones que ella impone no crean en favor de nadie la facultad de exigir la conducta debida. En eso radica su unilateralidad. No en el hecho de que no imponga deberes frente a otro, sino en la circunstancia que no confiere a éste facultad de exigir. (...) "





Ahora bien : el ordenamiento denominado derecho se inspira y se justifica en unos valores, que constituyen su fin. Si quitáramos esos valores al derecho éste quedaría convertido en un puro acto de fuerza, de poder. Nos encontraríamos en el mundo de lo arbitrario.





La doctrina clásica considera que son dos los valores esenciales que persigue realizar en derecho en la comunidad. Ambos se encuentran incluidos en la definición que de derecho objetivo postulamos atrás : la justicia y el orden.





A su turno, de esos dos valores primarios, brotan otros dos : de la justicia la paz y del  orden la seguridad.





La generación de conductas entre los individuos, caracterizadas por la justicia, el orden, la paz y seguridad, es el aporte concreto de que hace y debe hacer el derecho al bien común.





Estas breves alusiones sobre la naturaleza del derecho y sobre la deontología jurídica, tienen un claro propósito : De un lado advertir que la disciplina jurídica no hace ciencia distinta del derecho. Este, en su sentido objetivo, no crea, regula, determina o postula que es o debe ser lo físico, lo químico, lo económico o lo contable. Hay que estar en guardia contra una de las mayores confusiones de nuestro tiempo, que podemos entender pero no aceptar cuando la advertimos entre abogados, pero que nos resulta totalmente inadmisible entre los contadores : creer que no hay más ciencia contable que la prevista en las leyes. El derecho se preocupa de las conductas mientras lo contable se centra en los denominados hechos económicos.





De otro lado, la referencia axiológica, pretende resaltar que el derecho persigue prioritariamente unas virtudes y solo secundariamente otras. Estas son apetecidas tanto en cuanto son necesarias para la realización de aquéllas. Así, mientras para la ciencia contable, nos atrevemos a sostener, que uno de sus valores fundamentales es la verdad, para el derecho la verdad no es en sí misma un propósito sino una condición para construir lo justo.





De manera que, para concluir este aparte, digamos que no todo lo contable es derecho, ni todo el derecho se ajusta a lo contable. La diversidad de objeto, de método y de valores, entre esas dos disciplinas, a pesar de los múltiples puntos en que se interceptan, impide que borremos las diferencias entre ellas.








Formación de las normas jurídicas








Desde la perspectiva científica, no se hacen normas jurídicas por placer ni para experimentar. Se hacen normas jurídicas para guiar una comunidad hacia el bien común, procurando corregir las situaciones de injusticia, desorden, intranquilidad o inseguridad, que se advierten en la comunidad humana. La norma jurídica que se produce sin que la preceda una situación de conflicto es claramente contraria a los postulados de la disciplina.





La sociología jurídica se encarga de estudiar el derecho como un factor dinámico. Se pregunta cómo es percibido el derecho por la comunidad humana. Indaga sobre las reacciones de ésta con relación a aquél. Se pregunta sobre las causas sociales de la eficacia o ineficacia del derecho. De sus reflexiones brotan conclusiones que promueven el cambio del derecho, sea para eliminar o mejorar las normas precedentes, sea para crear unas nuevas. En fin : la sociología jurídica se adentra en lo que llamamos las fuentes materiales del derecho, que no son otra cosa que la vida en comunidad en permanente lucha por el derecho.





Detectada una situación conflictiva, el derecho debe recurrir a las ciencias para buscar en ellas una respuesta a los problemas de la sociedad. Es entonces cuando hablamos de las disciplinas auxiliares del derecho. Así por ejemplo, cuando se producen hechos de la naturaleza, tales como el impresionante sismo en Popayán, el derecho, observando la pobreza, la invalidez, el desamparo, de las personas por él afectadas, busca en las ciencias mecanismos para eliminar o al menos reducir los efectos de otro evento físico igual. Como se sabe, la arquitectura y la ingeniería sentaron las bases de lo que hoy conocemos como Código Colombiano de Construcciones Sismo-Resistentes ( decreto extraordinario 1400 de 1984 ).





Una vez se ha podido identificar una respuesta de corte científico, pasamos al estadio de la política jurídica. Aquí  se produce una reflexión el torno al destinatario de la norma, en desarrollo de la cual intentamos resolver que tan conveniente y factible es la implantación de la solución científica.





Recordemos aquélla famosa disposición de policía que pretendió obligarnos a censarnos ante la autoridad con el ánimo de reprimir de mejor manera la delincuencia. O aquélla que exigió informar de los saldos en las cuentas bancarias. O, más recientemente, la que pretendió desviar el tráfico de las rutas intermunicipales dentro de Bogotá. Todas esas medidas fracasaron porque no eran convenientes, o, al menos, así lo consideró el público. 





Pensemos, de otro lado, en ciertas obligaciones del Estado que se nos presentan como incumplidas, tales como la de garantizar la salud de todos.  Este deber del Estado es, en las circunstancias, imposible de cumplir. Por lo mismo no es exigible. La razonabilidad y proporcionalidad de las cargas, su factibilidad, es esencial para que proceda su cumplimiento. Dijo el Consejo de Estado [ Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia aprobada el 24 de octubre de 1991, expediente 6680, magistrado ponente doctor Carlos Betancur Jaramillo ] :





" (...) Observa la Sala frente al caso concreto que la parte demandante fundamenta su demanda en un estado ideal. Teóricamente podría decirse que tiene razón y desde ese punto de vista el alegato es excelente. Pero el enfoque que hace permite su conclusión más a la luz de la sociología jurídica que del derecho mismo.





En el plano ideal el estado debería responder por toda muerte violenta acaecida en el territorio nacional { él tiene el deber de proteger la vida }; siempre que muriera una persona por falla de asistencia médica; por los niños que se quedan sin escuela y entran en la mendicidad; por todos los casos de inanición; por las epidemias no contrarrestadas; por todos los daños producidos por el terrorismo; por la caída de un avión en zona carente de radioayuda; por todos los derrumbes de las carreteras; por la falta de acueductos, por la contaminación de los ríos ...





Los ejemplos se podrían multiplicar por miles. Pero, ¿ podría el patrimonio estatal hacer frente a todas esas demandas cuando sus servicios públicos apenas si logran tener una pequeña cobertura ? ¿ Sería razonable permitir esa responsabilidad irrestricta y en todos los casos, con desmedro del mantenimiento, en los límites propios de nuestra realidad económica y social, de los modestos servicios actuales ? ¿ No sería peor el remedio que la enfermedad ? (...) "





De manera que la política jurídica nos ayuda a actuar conforme a la realidad, apartándonos en veces de las soluciones ideales de la ciencia, que si bien conservan su carácter de meta, pueden resultar imposibles de aplicar.





Superado el estadio de la política, nos enfrentamos al mundo de la técnica jurídica. Los procedimientos intelectuales de ésta ( los conceptos jurídicos, las construcciones jurídicas, las presunciones y las ficciones ) se amalgaman con los procedimientos materiales ( las formas, la publicidad y los procesos ), dando vida a las normas.





Finalmente se produce la expresión del derecho, lo que ocurre a través de las fuentes formales del derecho ( la ley, la costumbre, la jurisprudencia, la doctrina y el acto jurídico ).








Construcción de la regla contable








Tal como lo hemos explicado, en todo ordenamiento jurídico hay al menos dos niveles de pensamiento : Aquél que nace de la ciencia que en el caso concreto actúe como disciplina auxiliar y aquél que, respondiendo a la política jurídica, se expresa a través de las fuentes formales del derecho.





En cuanto se refiere a la disciplina contable, respecto de la forma como ha construido sus reglas, nos remitimos a Jorge Tua Pereda [ Principios y normas de contabilidad, Instituto de Planificación Contable, Ministerio de Economía y Hacienda, Madrid 1983, páginas 379 a 382 ], quien sostiene :





" (...) La determinación de principios y reglas de acción para la práctica de nuestra disciplina puede hacerse, aunque con posibles posturas intermedias, optando por una de las dos alternativas que han sido objeto de nuestra atención en las páginas anteriores : el enfoque positivo o descriptivo y el normativo o prescriptivo. En síntesis, puede decirse que la construcción positiva pura se limita a establecer generalizaciones de la práctica existente, dejando absolutamente al margen toda cuestión valorativa; el objetivo que se pretende con la información contable se toma como un elemento externo al sistema, como algo dado, sobre lo que no parece haber posibilidad de elección. Bajo esta óptica positiva radical, los objetivos de la Contabilidad o de sus posibles diferentes sistemas constituyen un juicio universalmente compartido, sobre el que no existe alternativa posible.





Por el contrario, una concepción normativa representaría el tratamiento y determinación en la propia construcción de los objetivos pretendidos por la práctica, al objeto de establecer, a través de hipótesis instrumentales, las reglas de actuación más adecuadas a cada propósito concreto. En sus posturas extremas, la alternativa entre principios o reglas positivas o normativas, equivale al dilema entre leyes nomológicas, cognoscitivas y generales, y leyes nomopragmáticas, encaminadas a la acción y, por tanto, deónticas.





La manifestación más clara de la concepción positivista, que apoya sus argumentos en una armonización posiblemente mal entendida, es la general aceptación, como criterio determinante de la práctica. Esta forma de actuación ha sido, como tendremos ocasión de comprobar, el núcleo central que ha presidido la determinación de reglas en un buen número de organizaciones profesionales, al menos en la primera etapa, que hemos denominado de búsqueda, a través de unos criterios que también están presentes, aunque con una pretensión formalizadora, en algunas manifestaciones del subprograma lógico para la construcción de los principios contables.





La segunda concepción, la que al menos en espíritu se presenta como decididamente normativa, es la avalada por posturas académicas más recientes, que fundamentalmente pretenden terminar con una contabilidad descriptiva, basada en un único propósito indiscriminado, para situar la construcción de principios y normas en el lugar que les corresponde : la aplicación o interpretación de la teoría general a casos concretos, en presencia de objetivos específicos. Esta postura otorgaría a la Contabilidad el rango de disciplina normativa, cuya principal tarea sería el asegurar que se ha elegido un conjunto óptimo o, al menos, satisfactorio de hipótesis para un fin concreto, y no sólo para el cumplimiento de determinadas reglas legales o semilegales.





La historia de la regulación contable es la  historia de la vacilación entre estas dos posturas, positiva y normativa, en la construcción de principios. Los primeros pasos, la general aceptación en especial, es eminentemente positivista y este punto de partida se muestra con tal fuerza que sus planteamientos persisten en la actualidad, y subyacen en buena medida, aun bajo la apariencia de posiciones prescriptivas, significando un claro lastre para las elaboraciones normativas, que no aparecen decididamente en la regulación contable hasta el informe Trueblood, que inicia el que hemos denominado subprograma teleológico para la elaboración de normas contables.





Por ello puede afirmarse que, aún a pesar de aquellas vacilaciones, la regulación contable y con ella la práctica han sido y son más positivas que prescriptivas. Frente a ello, la doctrina ha ido decantando por las construcciones instrumentales, creando el efecto cumulativo necesario para que la regulación reconociera paulatinamente el carácter teleológico de la norma, circunstancia que, como ya hemos indicado, no se produce hasta el informe Trueblood, punto a partir del cual los objetivos de la información contable se toman como escalón inicial y base de referencia para la emisión de estándares, al menos en propósito.





Hay que señalar a este respecto que esta divergencia tiene, una vez establecida, una clara tendencia al efecto multiplicador o al menos a la inercia, difícil de romper cuando una determinada práctica se institucionaliza y crea incluso sus propios medios de autodefensa. Entonces, la formulación de reglas contables se encuentra en el dilema de circularidad versus aceptación : si sus codificaciones derivan de la práctica, no podrán anticipar nuevos desarrollos, sino que, todo lo más, tendrán que conformarse con conseguir un cierto grado de uniformidad en los procedimientos existentes. Si, por el contrario, la teoría se anticipa en exceso a la práctica, puede encontrarse, dados aquellos mecanismos institucionales, con el rechazo o, al menos, con la falta de aceptación inmediata por parte del sector profesional. A similares conclusiones con respecto al comportamiento de los organismos reguladores llega McDonald, a partir de su conocida distinción entre teorías de la Contabilidad, positivas, y teorías para la Contabilidad, normativas. El primer enfoque sigue poniendo su punto de vista en la empresa y en su responsabilidad fiduciaria, mientras que con cierta lentitud comienza a hablarse de objetivos y necesidades de los usuarios en las construcciones profesionales. A la vista de éstas últimas, parece haber pocos abogados activos del cambio, por lo que las diferencias entre las teorías « de » y « para » la Contabilidad siguen ocupando similares posiciones relativas a lo largo del tiempo. (...) "





En cuanto a la disciplina del derecho contable, es claro que ella opera haciendo una especie de calco de un cuerpo normativo contable, que el derecho adapta según criterios políticos. Podría decirse, respecto de los sostenido por Túa, que la regla legal contable está basada en enfoques normativos, ya que, por lo general, poco le importa cuál se la práctica aceptada.





Al respecto conviene hacer una aclaración. Las reglas jurídicas son siempre reglas éticas. Es decir, postulan un deber ser. Por esencia son, entonces, transformadoras de conductas preexistentes que quieren modificar en aras de armonizarlas con los paradigmas en boga. Así, aunque la sociología jurídica diagnostique el comportamiento usual, seguramente si se produce una norma ésta irá encaminada a alterar la práctica existente y no a convalidarla.





Que tan exacto o adaptado sea el calco que de lo contable hace el derecho, depende en gran medida de la posición que adopte el legislador. Luis Carlos Neira Archila [ Los libros de comercio, Revista Cámara de Comercio de Bogotá, año 1 número 3, Bogotá 1971, página 96 ] nos advierte sobre las diferentes posturas, así :





" (...) Dos son los sistemas legislativos que han venido a regular esta obligación : el que establece una libertad en cuanto a los libros que debe llevar el comerciante { código alemán, código suizo de las obligaciones, código del Japón }; y los códigos latinos, basados en el Código de Napoleón, que fijan libros obligatorios. Vivante se manifiesta partidario del sistema latino por cuanto dentro del sistema de la plena libertad será el Juez quien venga a definir si el comerciante cumple o no con la obligación legal. Sin embargo, la expansión de la actividad mercantil y el sorprendente desarrollo de la contabilidad en los últimos tiempos imponen la necesidad de establecer una plena libertad en materia de libros de comercio, lo que permite a los comerciantes ajustar sus registros a los nuevos medios de que se dispone en la actualidad y acomodarlos a las necesidades cambiantes de una economía progresista. Resultaría incomprensible que una nueva legislación mercantil viniera a desconocer los desarrollos de la ciencia y la aplicación de máquinas y computadores cuyos alcances finales todavía no se vislumbran.





Langle trae la cita de Munzunger en la exposición de motivos del proyecto de Código Suizo y que dice : « El legislador no tiene la pretensión de dar al comerciante instrucciones paternales sobre la mejor manera de llevar sus libros. El comerciante que no sepa que una teneduría de libros exacta y apropiada al fin que persigue constituye el elemento vital del negocio, es un mal comerciante y la ley no puede educarlos. Quien tiene mayor interés en una teneduría de libros irreprochable y que mejor la comprenda, es el comerciante mismo ».  De ahí que dicho proyecto renunciara a determinar libros obligatorios « relegando a la apreciación judicial la cuestión de si, en un caso dado, el comerciante ha cumplido sus obligación de llevar libros » y atribuyendo a los Tribunales el poder de « proporcionar la fuerza probatoria de los registros al cumplimiento de esta obligación ».





Por eso no es posible que un Código de Comercio expedido en 1971 pudiera ceñirse al marco antiguo de los libros obligatorios y ello justifica y explica que en esta materia se haya presentado un cambio radical en cuanto al sistema legislativo y que nos hayamos apartado del derecho latino. Tampoco resulta cierto que el Juez deba apreciar exclusivamente  si el comerciante cumple con la obligación legal ya que, como se verá más adelante, la ley señala requisitos formales cuyo cumplimiento reviste a los libros de comercio de una presunción de veracidad en sus registros. (...) "





Un lector cuidadoso se estará preguntando qué tiene que ver los sistemas legislativos sobre los libros con las reglas de contabilidad. En primer lugar es bueno indicar que en nuestras leyes es dentro del título sobre los libros de comercio que se regula la contabilidad ( ! ) - véase el Título IV del Libro Primero del Código de Comercio -. En segundo lugar, por regla general, las legislaciones que consagran la libertad en materia de libros se inclinan por regular los reportes o informes que se emiten y colocan a disposición de los terceros, antes que por sentar reglas aplicables al interior del sistema.





En otras latitudes existe una especie de pacto social que armoniza las acciones gubernamentales con las del sector privado en materia de regulación contable. Así, respecto de los Estados Unidos de América, Donald E. Kieso y Jerry J. Weygandt [ Contabilidad Intermedia, Editorial Limusa, México 1988, página 40 ] indican :





" (...) Existe actualmente un delicado equilibrio entre los sectores público y privado. El privado, en virtud de sus recursos sustanciales, su experiencia y sus deseos, sería más capaz de establecer y tener estándares elevados; pero algunos miembros del gobierno y de la comunidad financiera exigen que la profesión contable asuma una mayor responsabilidad y responda mejor a las necesidades del público. Por ahora, la profesión está reaccionando responsable y eficazmente para remediar los inconvenientes identificados, mientras que el gobierno parece estar dispuesto a permitirle que establezca sus propias normas y se regule a sí misma con una intervención mínima. (...) "





En el mismo sentido se expresan John W. Cook y Gary M. Winkle [ Auditoría, Nueva Editorial Interamericana, México 1988, página 111 ] :





" (...) Tanto la ley de 1933 como la de 1934 dieron facultades a la Securities Exchange Commission { SEC }, la cual tiene a su cargo hacer cumplir estas leyes, para determinar las reglas y reglamentos necesarios para llevar a cabo sus disposiciones. Incluyen específicamente las facultades de definir términos contables, prescribir los métodos a seguir para la elaboración de los estados financieros, especificar las partidas que deben aparecer en los mismos y establecer el formato para la presentación de la información. Aunque la SEC tiene la facultad de establecer y hacer cumplir las reglas de contabilidad y auditoría, por lo general ha dejado a las profesiones de contabilidad y auditoría que desarrollen las normas en ambas áreas. La SEC, sin embargo, trabaja en estrecho contacto con los organismos profesionales que tienen a su cargo establecer estas normas y sus puntos de vista tienen gran influencia. (...) "





En nuestro país parece estar muy lejana la posibilidad de la auto-regulación, así sea vigilada. No solo porque cada día se refuerza la competencia reguladora del Gobierno, sino porque la jurisprudencia no le concede a aquélla valor normativo. La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, siendo consejero ponente el doctor Osvaldo Abello Noguera, en mayo 21 de 1981, sostuvo :





" (...) El señor Ministro de Educación, doctor Carlos Albán Holguín, eleva a la Sala la siguiente consulta :





{...} 2. Si las entidades Gubernamentales que ejercen la inspección y vigilancia de las sociedades comerciales pueden obligar a los Revisores Fiscales, de acuerdo con los ordinales 3º y 4º del artículo 208 del Código de Comercio a que apliquen los « principios de contabilidad generalmente aceptados » y las normas sobre interventoría de cuentas, elaborados y publicados por un Comité de Contadores Públicos de carácter Privado.





{...} El artículo 207 del Código de Comercio señala las funciones del revisor fiscal y el artículo 208 ibídem le prescribe los aspectos esenciales que debe comprender su dictamen o informe sobre los balances generales, entre los cuales se cuentan, según los ordinales 3º y 4º, « si en su concepto la contabilidad se lleva conforme a las normas legales y a la técnica contable y si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de la Asamblea o Junta de Directiva, en su caso », y además « si el balance y el estado de pérdidas y ganancias han sido tomados fielmente de los libros; y si en su opinión el primero presenta en forma fidedigna, de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas, la respectiva situación financiera, al terminar el período financiero, y si el segundo refleja el resultado de las operaciones en dicho período. ».





De las disposiciones transcritas se infiere que la ley impone al revisor fiscal la obligación de dictaminar sobre los balances generales conforme a las pautas que le prescribe. Entre ellas se cuenta la de dictaminar acerca de si « la contabilidad se lleva conforme a las normas legales y a la técnica contable » y si el balance refleja « de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas », la situación financiera al finalizar el período revisado. La ley no prescribe especiales métodos de contabilidad sino que remite a los generalmente aceptados sobre la materia; pero en el Título IV, Libro I, Capítulo I, del Código de Comercio, prescribe reglas especiales sobre la contabilidad y los libros de los comerciantes, que son de obligatoria observancia, a fin de que las cuentas se lleven regularmente y de evitar fraudes en perjuicio de terceros.





Estas y no otras, y mucho menos las de entidades particulares, constituyen el marco jurídico dentro del cual debe orientarse la contabilidad de las sociedades, lo cual, además, excluye las prácticas de los que ha denominado la doble contabilidad.





Los organismos de vigilancia del Estado, de acuerdo con sus atribuciones específicas, deben velar porque se cumplan las disposiciones legales, pero no pueden imponer a las sociedades comerciales más obligaciones que las que se deriven directamente de la ley. Por consiguiente, las sociedades comerciales deben llevar su contabilidad « conforme a las normas legales y a la técnica contable » y su actuación está sujeta al control que, conforme a la ley, debe efectuar el revisor fiscal, así como a la inspección y vigilancia de la Superintendencia de Sociedades. De manera que el revisor fiscal examina, « de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas », si el balance refleja la situación financiera de la sociedad al terminar el período revisado. La ley se remite a las técnicas contables acostumbradas cuyo conocimiento defiere exclusivamente a la capacidad técnica del revisor fiscal. (...) "





Como se recordará, el pronunciamiento particular que se encontraba en el trasfondo de la consulta del Ministro de Educación había sido emitido por el Comité Nacional de Investigaciones Contables y la Superintendencia de Sociedades, mediante circular, había exigido su cumplimiento. La posición del Consejo de Estado, sin duda, constituye uno de los antecedentes directos de la expedición del decreto reglamentario 2160 de 1986.





Más recientemente (1990), la Corte Suprema de Justicia insistió en esa concepción cuando declaró inconstitucional la facultad que se pretendía asignar al Consejo Técnico de la Contaduría Pública de promulgar los principios de contabilidad generalmente aceptados.





De manera que aunque los redactores del Código de Comercio tuvieron en mente un sistema de libertad en materia de libros de comercio, al establecer que la contabilidad se llevaría conforme a las reglamentaciones que expida el Gobierno (artículo 50 ), en realidad consagraron un sistema absolutamente reglado, como es evidente ante la extensión de las nuevas disposiciones sobre la materia ( decretos 2649 y 2650 de 1993).





Por lo general, las reglas legales sobre la contabilidad son preparadas al interior del Gobierno, quien actúa según sus propios fines o necesidades, usualmente ubicados dentro de la órbita del control de la legalidad que constitucionalmente le corresponde. En veces se consultan privadamente algunos expertos y a ciertos representantes de los sectores que serían los destinatarios de las normas. En otras, menos por cierto, se acude a instituciones reconocidas por la ley, como el Consejo Permanente para la Revisión de las Normas Contables y, casi en un única oportunidad, se ha abierto la posibilidad de que el público en general conozca anticipadamente el proyecto en cuestión y opine sobre él, tal como sucedió, por un período muy corto, respecto del que hoy es el decreto reglamentario 2649 de 1993.





La fuente en que se apoya la regulación legal contable casi siempre es desconocida por los ciudadanos. Sin embargo, por comparación, es fácil sostener que ha existido, entre otras, un amplio apoyo en la normatividad norteamericana, emitida actualmente por el Fasb y por la Aicpa, en las directivas de la hoy Unión Europea, en los pronunciamientos del Comité de Basilea para la supervisión bancaria y en las normas de contabilidad y auditoría internacionales promulgadas por la Ifac.





Así, es común la producción de reglas legales sobre lo contable sin haber acudido previamente a un estudio de campo, que nos indique la realidad de los sistemas de contabilidad y las prácticas empleadas por la comunidad en materia de información financiera. Tal vez el caso más notario se encuentra en la estipulación de ciertas normas sobre revelaciones ( notas a los estados financieros ) cuya utilidad no ven sino las autoridades que las han impuesto. Otro tanto se puede decir sobre la revisoría fiscal, ilustre desconocida, que todos pretenden regular a las espaldas de su realidad. Ni se diga de las normas de aplicación inmediata que pretenden que de la noche a la mañana cambiemos todos los programas lógicos de operación utilizados en nuestras computadoras para ajustarnos a nuevos requerimientos de información.





A la falta de estudios sobre nuestra realidad, hay que añadir la elaboración de soluciones, como las reglas de evaluación de la cartera de crédito en el sector financiero, el propio plan de cuentas para los comerciantes, los recientes pronunciamientos sobre revisoría fiscal, realizada por contadores pero sin acudir al foro de la academia, sin la participación de la ciencia, que por bien intencionada o afortunada, no deja de ser un claro ejemplo de cómo el Estado regulador piensa que es depositario de la verdad, al punto que siempre se reserva la facultad normativa suprimiendo las instancias de participación ciudadana.





En cuanto a la técnica jurídica se refiere, dentro de la cual ocupa un papel central el lenguaje y en muchos casos la jerga,  podríamos citar numerosos ejemplos de impropias denominaciones utilizadas en las normas jurídicas, respecto de las cuales casi pasamos un siglo discutiendo. Normas o principios de contabilidad, auditoría o interventoría de cuentas, fidedigno o razonable, control o fiscalización, son ya ejemplos de cajón de esta triste situación, generalmente producto de que los " expertos " legisladores no lo son tanto.





Pero no en todos los casos las soluciones del derecho son descalificables. Por ejemplo : la falta de actualización de las cifras en materia de ajustes por inflación, evidentemente antitécnica, fue sin duda conveniente. No nos podemos imaginar el efecto sobre la economía de declarar, producto del cambio en la unidad de medida, en quiebra a muchas empresas que hasta el día anterior pensábamos sólidas. Semejante conflicto jamás se hubiera podido resolver sobre la base de un derecho construido con ignorancia del fenómeno de la pérdida de poder adquisitivo de la moneda. El error se comete al dejar de prever normas y acciones de transición que nos lleven poco a poco a sortear la imposibilidad inmediata de introducir un ajuste desde la fecha en que se hubiesen originado las distintas partidas.





Cerremos el punto reivindicando el carácter social del derecho, la necesidad de practicar un respeto mutuo entre las disciplinas y rechazando la petulancia de los operadores jurídicos que piensan que si la ley lo dijo así es.








Valoración de la norma jurídica








La norma jurídica puede ser valorada, evaluada, en tres estadios diferentes. El de la justicia, el de la licitud y el de la eficacia.





En el estadio de lo justo la norma es enfrentada con el marco moral y ético, para establecer el grado en el cual es capaz de dispensar una solución equitativa. En el de la licitud, se pregunta sobre si se ha producido conforme al rito o proceso establecido para ello y si ha respetado o no las normas superiores. En el de la eficacia, que es un estadio claramente sociológico, se pregunta si la norma ha sido capaz de modificar la conducta, es decir, si ha sido acatada y si con ello se ha logrado realizar el objetivo perseguido.





Lamentablemente en nuestro país, la más de las veces, la valoración de la norma se circunscribe a verificar su licitud. De esta manera se ha llegado a construir un ordenamiento irrazonable e inútil. Mucho nos falta por recorrer y, en parte, el problema se debe a que el propio legislador se desentiende de estas reflexiones.





En cuanto al mundo del derecho contable, la falta de valoración sobre la eficacia de la norma ha permitido la subsistencia de reglas claramente torpes o contrarias a los postulados científicos.





He traído a cuento este tema, porque creo que ya que no se hace consulta previa, al menos se hiciera realimentación sobre las normas, una vez expedidas, acudiendo para ello a la academia, seguramente se advertirían defectos que podrían ser corregidos antes de que originen situaciones de conflicto. Desafortunadamente, las autoridades suelen ser muy tozudas  y solo cuando las crisis ponen de presente el fracaso de las normas se procede a su modificación.





También he mencionado el punto para resaltar el importante papel que tienen los doctrinantes. Estos, que no son cualquiera, sino verdaderos estudiosos de las disciplinas, ejercen una verdadera crítica sobre las normas, contribuyendo a su entendimiento, a resaltar sus aciertos y errores. La realización permanente del ejercicio valorativo los convierte en expertos. No se debiera, entonces, pasar por alto sus comentarios, ni, mucho menos, refugiarse frente a sus opiniones detrás de la simple licitud de las normas.








Los problemas en la aplicación del Derecho








Al intentar usar las normas jurídicas, es decir, aplicarlas a las conductas para deducir una sanción - sea premio o castigo - se enfrentan problemas que el Derecho tiene que sortear para poder cumplir sus cometidos. Ellos han sido agrupados por la teoría en cuatro : la interpretación del derecho, la integración del derecho, los conflictos de leyes en el tiempo y los conflictos de leyes en el espacio. En realidad, la vida de un jurista se consume en gran parte en enfrentar estos problemas.





En el mundo del derecho contable sobre todo los que tienen que ver con la interpretación del derecho son frecuentes. Esto se debe, en la mayoría de los casos, al olvido de la especialidad propia de la rama, lo que origina el uso de un lenguaje y la consagración de concepciones que se alejan de la disciplina contable.





Aunque la procedencia de la jerga es claramente ordenada por el Código Civil, la verdad es que los operadores de este derecho, sean o no abogados, tienen una gran tendencia a ignorar el sentido técnico de las palabras y a prohijar definiciones naturales que resultan en verdaderos absurdos.





Aunque son muchos los ejemplos que se podrían citar, empezando por las distintas definiciones que la propia ley asigna a un mismo término, me limito, con tristeza, a testimoniar como en el texto final del decreto 2649 de 1993 aparecieron modificadas ciertas expresiones que desvertebraron su coherencia y que son y serán fuente de debate. Error que en grado sumo se cometió en el decreto 2650 del mismo año, que se apartó inesperadamente del lenguaje utilizado por aquél y que si no fuera porque el primero entró posteriormente en vigencia hubiera llevado al traste un importante esfuerzo.





La utilización de la jerga universal es fundamental para armonizar nuestra legislación con los pronunciamientos, reglas y prácticas de otras latitudes, amen de los beneficios de tecnificación que ello comporta. Sin embargo, muchas veces o bien queremos introducir los nuevos conceptos dentro de palabras viejas, o bien terminamos inventando nuevas expresiones que nadie entiende.








Agrupación de las normas jurídicas








La clara naturaleza sistemática del derecho, fruto de su construcción lógica, hace posible la agrupación de las normas jurídicas. La Teoría del Derecho reconoce tres niveles de aglomeración, a saber : las categorías jurídicas, las instituciones jurídicas y las ramas del derecho.





Las categorías jurídicas son conjuntos de normas que regulan una misma situación jurídica. La combinación de categorías que tienen un mismo espíritu y finalidad se denomina institución. Finalmente, el acervo de instituciones genera las ramas.





De acuerdo con los cánones filosóficos, una rama del derecho, para ser tal, debe responder a unos principios, postulados o paradigmas distintos de los que pertenecen a otras ramas. Debe tener su propio objeto y un método particular. Desde esta perspectiva resultan bien pocas las ramas del derecho.





Desde un punto de vista pedagógico, una rama del derecho no es más que la reunión de normas que tienen como objeto una serie de conductas, afines entre ellas, que se unen con el propósito de facilitar su conocimiento y análisis.





Angel Latorre [ Introducción al Derecho, Editorial Ariel, Barcelona 1989, páginas 155 y 185 ] precisa :





" (...) Dentro del Derecho, en general, se distinguen grupos o conjuntos de normas que, por referirse a sectores individualizados de la vida social y por apoyarse en unos principios comunes que les dan trabazón y una coherencia interna, y los diferencian de otros grupos de normas, se consideran ramas autónomas del Derecho, como el Derecho internacional o el Derecho penal. También las partes de la ciencia jurídica consagradas al estudio de cada una de las ramas forman las correspondientes disciplinas autónomas, como la Ciencia del Derecho internacional o del Derecho penal, por volver a los ejemplos antes puestos. Los fenómenos jurídicos se contemplan asimismo desde puntos de vista distintos del Derecho positivo por otras disciplinas jurídicas, cuya autonomía se funda en la peculiaridad de sus métodos o en el ángulo bajo el cual contemplan el Derecho. Tal es el caso, entre otros, de la Filosofía o de la Historia jurídicas.{...}





En otros casos, nos encontramos con estudios jurídicos destinados a examinar el conjunto de normas que se refieren a un determinado sector de actividad social, pero sin que ese conjunto de normas, tomadas de varias ramas del Derecho, especialmente del administrativo, del civil o del mercantil, y unificadas por razón del objeto, sea fácil encontrar unos principios comunes, una propia trama conceptual o unas peculiaridades de métodos que justifiquen su reconocimiento como rama autónoma del Derecho. Tal es el caso, por ejemplo, del Derecho marítimo, del aeronáutico, del minero o del agrario. Tales exposiciones de conjunto pueden ser útiles incluso para fines didácticos, pero es difícil pasar de ahí en el camino de la autonomía, por lo menos en la actualidad. (...) "





Podría uno apresurarse a proclamar la autonomía del derecho contable. Pero ello no sería más que un acto pasional. Así en otras latitudes el camino recorrido suministre argumentos para hacer tal promulgación, en nuestro medio, por ahora, no podemos más que plantear una razón de orden docente para introducir el derecho contable. Seguramente, si encuentran eco estas líneas, vendrán sólidas demostraciones de su naturaleza.








Noción de Derecho Contable








De manera que nos limitamos a sugerir, como ya se propuso en la introducción, que se inicie el estudio sistemático de aquélla parte del ordenamiento social destinada a regular los sistemas de información contable, tanto respecto de su sustrato material como desde la perspectiva del marco teórico que controla la acumulación de datos y la generación de reportes, junto con aquella otra parte que se ocupa de las personas encargadas de su operación o supervisión.





En otras palabras, para empezar, siguiendo las orientaciones que trazan los artículos 35 de la ley 43 de 1990 y 1º del decreto reglamentario 2649 de 1993, denominaremos derecho contable al conjunto de normas jurídicas que regulan la identificación, medición, clasificación, registro, interpretación, análisis, evaluación e información de las operaciones de un ente económico.





Dicho estudio abarca el quién y el cómo. Es decir, al ente económico y al contador y, de otra parte, al sistema contable, sea en su estructura conceptual, sea en su desarrollo técnico.








El Derecho Contable y la Constitución Política








En los modernos Estados, estados sociales de derecho, el ordenamiento jurídico es jerárquico, piramidal. Existe una norma fúndante y todas las demás, en mayor o menor grado, son derivadas. Tal norma fundamental es, como se sabe, la Constitución Política del país.





De manera que  la exposición sobre el derecho contable colombiano debe partir de buscar en esa Carta Suprema los conceptos sobre los cuales se desarrolla el ordenamiento legal en cuestión. Enunciaremos los más importantes y, en ciertos casos, recurriremos a pronunciamientos jurisprudenciales que van sentando la interpretación autorizada de la carta.





Aunque no nos ocuparemos de ello, no está demás señalar que la contabilidad es un sistema de recopilación de información y, por tanto, y aunque nos parezca lejano, su formación y uso está sometida al respeto de los derechos fundamentales.








El Derecho a la Información





Aunque en otros tiempos, en el plano constitucional, la piedra angular del derecho contable se encontraba en el valor probatorio de los libros de contabilidad, hoy debemos cambiar de enfoque. En nuestro criterio el derecho contable es, ante todo, un desarrollo, como otros, del derecho a la información.





El inciso primero del artículo 20 de la Constitución reza :





" Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, la de fundar medios masivos de comunicación. "





La amplia gama de situaciones incluidas en el derecho a la información, ha sido reducida equivocadamente a la problemática de los medios masivos. Sin embargo, con seguridad, poco a poco se irá abriendo campo a otras manifestaciones de ese derecho, entre las cuales no podrá pasar desapercibida la información contable. Por el momento debemos partir de la teoría formada desde la óptica de la llamada libertad de prensa.





La Corte Constitucional [ Sentencia C - 033 del 17 de junio de 1992 ] consideró que la información debe reunir al menos tres requisitos :





" (...) Se observa en este artículo 20 superior que la libertad de información se constituye en un derecho fundamental cuyo ejercicio goza de protección jurídica y a la vez implica obligaciones y responsabilidades. Es pues un derecho - deber, esto es, un derecho no absoluto sino que tiene una carga que condiciona su realización.





Para el usuario o receptor de la información, la plena realización de su derecho constitucional fundamental se garantiza en la medida en que la información reúna tres requerimientos : que ella sea cierta, objetiva y oportuna.





- La información es cierta cuando ella dice la verdad, esto es, cuando ella tiene sustento en la realidad.





- La información es objetiva cuando su forma de transmisión o presentación no sea sesgada, tendenciosa o arbitraria. Como lo ha establecido la Corte Constitucional, es necesario que la información « se halle despojada de toda manipulación o tratamiento arbitrario; libre de inclinación tendenciosa y deliberada; ajena a la pretensión de obtener de las informaciones efectos normalmente no derivados de los hechos u opiniones que las configuran, considerados en sí mismos, sino del enfoque usado por el medio para distorsionarlas ».





- La información es oportuna cuando entre los hechos y su publicación existe inmediación, esto es, que no medie un lapso superior al necesario para producir técnicamente la información, o bien que entre el hecho y su publicación no transcurra un período tal de tiempo que la noticia carezca de incidencia e interés, pasando de ser « noticia » a ser historia.





De conformidad con las tres características anteriores, « el de la información es un derecho de doble vía - sostiene la Corte Constitucional - en cuanto no está contemplado, ni en nuestra Constitución ni en ordenamiento ni declaración alguna, como la sola posibilidad de emitir informaciones, sino que se extiende necesariamente al receptor de las informaciones y, más aún, las normas constitucionales tienden a clasificar cuáles son las condiciones en que el sujeto pasivo tiene derecho a recibir las informaciones que le son enviadas. » (...) "





Como se sabe, veracidad, objetividad y oportunidad, son calidades que se exigen de la información contable ( artículo 4º decreto 2649 de 1993 ).





Veamos ahora como ha interpretado la Corte Constitucional el derecho a recibir información veraz e imparcial [ Sala Segunda de Revisión, Sentencia  T - 80, febrero 26 de 1993, magistrado ponente doctor Eduardo Cifuentes Muñoz ]:





" (...) En efecto, una clara diferenciación entre el hecho informado - ausencia de los senadores luego de transcurridas cierto número de sesiones plenarias - y la opinión o juicio valorativo del medio de comunicación sobre dicho  hecho - ausencia como sinónimo de ausentismo por la inaceptabilidad de las justificaciones - habría permitido a las personas destinatarias de la noticia recibir una información exacta. La presentación indeferenciada de hechos y opiniones, en cambio, puede entrañar inexactitud de la noticia y conducir a una posible vulneración de los derechos fundamentales del peticionario.





(...) La peculiar presentación de la información - mezcla de hechos y opiniones - entraña inexactitud si al público en general no le es posible distinguir entre lo realmente sucedido y las valoraciones o reacciones emocionales que los hechos acaecidos suscitan en el intérprete y comunicador de la información. Los actos de deformar, magnificar, minimizar, descontextualizar o tergiversar un hecho pueden desembocar en la inexactitud de la información al hacer que la apariencia sea tomada como realidad y la opinión como verdad, ocasionando con ello un daño a los derechos fundamentales de un tercero.





(...) La contrapartida de la libertad de informar, está dada por el derecho a recibir información veraz e imparcial. Este es un deber público colectivo exigible a los medios de comunicación en aras de garantizar la libre formación de la opinión pública.





La veracidad de la información se circunscribe a hechos o enunciados de carácter fáctico que pueden ser verificados. En cambio, la imparcialidad envuelve la dimensión interpretativa de los hechos, la cual incluye elementos valorativos y está a medio camino entre el hecho y la opinión. En efecto, la escogencia de una situación fáctica y la denominación que se le dé implica ya una valoración de la misma. Una rigurosa teoría general y abstracta sobre la interpretación haría imposible exigir las presentación imparcial de un hecho, ya que toda interpretación tendría algo de subjetiva. El constituyente no quiso llegar hasta este extremo, y optó por vincular la exigencia de imparcialidad de la información al derecho del público a formarse libremente una opinión, esto es, a no recibir una versión unilateral, acabada y « prevalorada » de los hechos que le impida deliberar y tomar posiciones a partir de puntos de vista contrarios, expuestos objetivamente. (...) "





Aún las explicaciones sobre el derecho a la información giran sobre la información periodística. Pero, mutatis mutandis, no cuesta ninguna dificultad asociar la exposición con las cualidades de neutralidad y verificabilidad que postula el decreto 2649 de 1993 y con el denominado principio de transparencia que hoy constituye el acicate de las políticas de revelación de información.





Resaltemos, además, que tanto en el texto constitucional, como en la jurisprudencia, existe una diferencia entre la información  y la opinión. No hay que esforzarse mucho para comprender la importancia que tiene esta diferenciación en el mundo de la contaduría pública, donde una cosa es certificar y otra dictaminar.





 Aunque, como se anotó, la mayoría de la jurisprudencia tiene el mente la libertad de prensa, ya se han producido algunos pronunciamientos con relación a la información económica, una de cuyas modalidades es la información contable. La Sección tercera de revisión de la Corte Constitucional [ Sentencia T - 125, marzo 14 de 1994, magistrado ponente doctor Eduardo Cifuentes Muñoz ] sostuvo :





" (...) En efecto, la información reviste un significado de trascendental importancia en el ámbito de los negocios, hasta el extremo de ser indispensable para la determinación del precio, por lo que se afirma coloquialmente que la información es poder. El ocultamiento de la información de un negocio a quien está vitalmente interesado en él, configura una conducta que coloca a la persona en situación de indefensión, respecto del contratante que abusa de su posición privilegiada. La solidaridad debe gobernar las relaciones entre las partes contratantes, particularmente entre las personas con intereses comunes en el negocio. No obstante, el incumplimiento del deber de informar acerca del desarrollo de un contrato a la persona interesada en él, es una materia que debe ser resuelta exclusivamente con base en la ley, pues, carece de relevancia constitucional, salvo que la omisión materialmente vulnere de manera directa los derechos fundamentales de quien depende en grado sumo de las resultas del mismo para su subsistencia autónoma y libre (...) "





Por último, conviene mencionar que conforme al artículo 78 de la Constitución Política, primera frase, 





" (...) La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización (...) "





Una primera impresión nos haría pensar que se trata de información sobre los bienes y servicios y no sobre quien los produce o suministra. Pero, como se sabe, no solo el vendedor analiza al comprador, en especial cuando le concede crédito, sino también a la inversa. El adquirente puede tener la necesidad de cerciorarse de la solvencia de su contraparte, para establecer, entre otras cosas, si se tiene capacidad financiera para cumplir con las obligaciones pertinentes, si podrá prestar los llamados servicios de posventa y si se afrontarán satisfactoriamente las acciones de responsabilidad derivadas de la mala calidad de los bienes o servicios. Los estados financieros son, entonces, junto con otros informes, de consulta obligada en el tráfico económico.








Exhibición de los libros de contabilidad





El derecho a la información tiene un límite : el derecho a la intimidad. Este último, como lo ha reiterado la Corte Constitucional, en caso de conflicto serio, primará sobre aquél. No al punto de anularlo, sino evitando que se haga público aquello que, en beneficio del interés común, no sea necesario conocer.





El derecho a la intimidad se traduce en la obligación de respetar las llamadas reservas o secretos, como la reserva comercial, la profesional, el secreto bancario y el industrial.





Así, en principio, los libros de contabilidad, protegidos por la reserva comercial, no pueden ser inspeccionados por personas distintas de sus propietarios o de las autorizadas por éstos.





Sin embargo, el último inciso del artículo 15 de la Constitución Política enseña :





" Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de los libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley. "





Lo primero que hemos de ver en este artículo es la implícita consagración de los libros de contabilidad. Lo segundo, su valor de prueba.





La calidad documental de la contabilidad, que no significa que esté atada al papel, sino que implica la existencia de cualquier sustrato material capaz de ser receptor fijo de un mensaje, brota necesariamente de la condición de verificabilidad que se impone al sistema contable. Verificabilidad que, a su turno, tiene sentido en cuanto dicho sistema está llamado a servir de prueba. Esta función ha sido tan importante para el derecho que de ella ha brotado la obligatoriedad de aquéllos y, en general, todas las normas tendientes a asegurar su autenticidad e integridad ( artículo 125 del decreto 2649 de 1993 ).








Contabilidad Pública





Para sacarla del limbo en que se encontraba, la contabilidad pública fue objeto de diversas regulaciones en la Constitución Política de 1991, a saber :





Artículo 354





" Habrá un contador general, funcionario de la rama ejecutiva, quien llevará la contabilidad general de la nación y consolidará esta con la de sus entidades descentralizadas territorialmente o por servicios, cualquiera sea el orden al cual pertenezcan, excepto la referente a la ejecución del presupuesto, cuya competencia se atribuye a la Contraloría.





Corresponden al contador general las funciones de uniformar, centralizar y consolidar la contabilidad pública, elaborar el balance general y determinar las normas contables que deben regir en el país, conforme a la ley.





Parágrafo - Seis meses después de concluido el año fiscal, el gobierno nacional enviará al congreso el balance de la Hacienda, auditado por la Contraloría General de la República, para su conocimiento y análisis. "





Artículo 268





" El contralor general de la república tendrá las siguientes atribuciones :





1. Prescribir los métodos y la forma de rendir cuentas los responsables del manejo de fondos o bienes de la nación e indicar los criterios de evaluación financiera, operativa y de resultados que deberán seguirse.





2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los responsables del erario y determinar el grado de eficiencia, eficacia y economía con que hayan obrado.





3. Llevar un registro de la deuda pública de la nación y de las entidades territoriales. {...}





11. Presentar informes al congreso y al presidente de la república sobre el cumplimiento de sus funciones y certificación sobre la situación de las finanzas del Estado, de acuerdo con la ley. {...}





Presentar a la cámara de representantes la cuenta general del presupuesto y del tesoro y rectificar el balance de la hacienda presentado al congreso por el contador general. "





Artículo 178





" La cámara de representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales : {...}





2. Examinar y fenecer la cuenta general del presupuesto y del tesoro que le presente el contralor general de la república. {...} "





Como se ve, los artículos precedentes hacen varias precisiones : En primer lugar se define quién debe llevar la contabilidad pública, terminando con el problema creado por la falta de desarrollo de la reforma constitucional de 1968. En segundo lugar establece la obligación de consolidar la contabilidad de la nación en todos sus órdenes y niveles. En tercer lugar dejan en claro que el Estado lleva dos contabilidades distintas : la que se denomina contabilidad pública, que parece ser de corte financiero, y la contabilidad presupuestaria, que evidentemente se fundan en distintas bases comprensivas de contabilidad. Esta última ha sido reglamentada por la ley 42 de 1993, artículo 35 y siguientes. La de mantener la diferencias entre el balance del tesoro y el balance de la hacienda. La de someter a este último a auditoría por parte de la Contraloría. Finalmente se consagra una instancia de aprobación de las diferentes cuentas.





No está demás advertir que existe otro sistema contable, no percibido  como tal porque se funda en informaciones estadísticas, que conforma las denominadas cuentas nacionales, cuya acumulación viene siendo competencia del Dane.





Como es ampliamente conocido, con base en una interpretación literal de la norma y aduciendo como modelo el sistema peruano - que se encuentra en proceso de ajuste -, se ha sostenido que la Constitución proclama un único regulador contable : el contador general. Esta función no se ha desarrollado aún, aunque se espera que ello se realice durante la legislatura de 1994 - 1995.





Tal como se han presentado las cosas, a juzgar por los proyectos de ley, el desarrollo de esta tarea pudiera implicar que el principio de comparabilidad, que según la teoría es secundario, prime sobre el postulado del ente y sobre la limitación características y prácticas de cada industria, amen de que inexplicablemente reconocería algunos subreguladores. Ojalá que estos peligros sean finalmente evitados y que no se caiga en el error, que parece inminente, de soslayar la participación ciudadana.





Finalmente, elevamos nuestros votos por la consagración de suficientes recursos y atribuciones para que el contador general pueda cumplir su función básica, es decir, llevar la contabilidad pública. Los retos que esperan a esta unidad del estado son inmensos. Habrá problemas de todo tipo para llegar a unas cuentas razonables, que serán insalvables si se termina expidiendo una ley tan descuidada en estos aspectos como lo son los proyectos de ley hasta el momento presentados.








Derecho de las profesiones





La Constitución Política de 1991, continuando con nuestra tradición jurídica, consagra el derecho a escoger libremente profesión u oficio. Somete a aquellas y algunos de estos a inspección y vigilancia y, como novedad, contempla la organización de colegios profesionales. En efecto, el artículo 26 de la misma es del siguiente tenor :





" Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley exigirá títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social.





Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el funcionamiento de estos deberán ser democráticos. La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles. "





Por su gran importancia tanto para entender el régimen actual de la profesión de la contaduría pública, como para guiar los que parecen prontos desarrollos hacia la colegiatura, y habida cuenta de que de cuatro estatutos profesionales que la profesión ha tenido en este siglo tres han sufrido declaraciones de inexequibilidad, es muy pertinente reproducir aquí, en extenso, apartes del pronunciamiento de la Corte Constitucional vertido en la sentencia C - 606 de diciembre 14 de 1992, de la cual fue ponente el doctor Ciro Angarita Barón :





" (...) Si bien la Constitución garantiza el derecho a escoger profesión u oficio, lo cierto es que tal derecho se vería lesionado si de él no se dedujera el derecho a ejercer la profesión u oficio escogido, en condiciones de libertad e igualdad, dentro de los parámetros de la Constitución. Por eso, la facultad del legislador de exigir títulos de idoneidad { artículo 26 CN }, dice relación no tanto al derecho a escoger profesión u oficio, como al derecho de ejercer la actividad elegida. Igualmente, la función constitucional de las autoridades competentes para inspeccionar y vigilar el ejercicio de las profesiones, lleva a concluir la existencia del derecho a ejercer la profesión u oficio libremente escogida.





Ahora bien, los derechos fundamentales y dentro de ellos el derecho a escoger profesión u oficio, cuentan con límites internos y externos. Son límites internos aquellos que señalan las fronteras del derecho como tal y que conforman su propia definición; son límites externos los establecidos expresa o implícitamente por el propio texto constitucional, para defender otros bienes o derechos protegidos expresamente por la Carta.





Así, la Constitución establece un límite al derecho consagrado en el artículo 26, al señalar que el legislador puede exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de las profesiones que exijan formación académica, y que las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de tales profesiones.





Señala entonces la Carta Fundamental que el ejercicio de determinadas profesiones puede estar limitado mediante ley pero exclusivamente a través de títulos de idoneidad. Esta exigencia se encuentra justificada en lo dispuesto por el artículo 2º, último inciso de la Constitución, en virtud del cual :





« Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del estado y de los particulares. »





Así las cosas, es claro que el legislador está expresamente autorizado para intervenir en el ejercicio del derecho fundamental de escoger profesión u oficio. Pero dadas las garantías de igualdad y libertad que protegen este derecho, las limitaciones establecidas por el legislador deben estar enmarcadas en parámetros concretos, so pena de vulnerar el llamado « límite de los límites », vale decir, el contenido esencial del derecho que se estudia.





En primer lugar en la Constitución vigente las limitaciones a este derecho tienen reserva de ley. Así, el legislador es el único competente para establecer los títulos de idoneidad que deben acompañar en cada caso el ejercicio de tareas que exijan formación académica.





De otra parte, las normas respecto de las cuales las autoridades competentes vigilarán e inspeccionarán tal ejercicio, deben estar fijadas, bien expresamente por la ley, si se trata de reglamentaciones que toquen directamente con el derecho en cuestión, o bien por delegación legal, cuando se trata de reglamentaciones técnicas o administrativas que no hacen relación directa con el ejercicio del derecho fundamental.





En segundo lugar, la exigencia de títulos de idoneidad está limitada en primera instancia a las profesiones u oficios que exijan realmente estudios académicos, así como por los alcances de la tarea a realizar y el interés concreto que se pretende proteger.





Dichos títulos deben estar directamente encaminados a certificar la cualificación del sujeto para ejercer la tarea. Así, las normas que regulen tal cualificación no pueden establecer exigencias que superen los requisitos que en la práctica se requieren para proteger los derechos de otras personas. Cuando la reglamentación del derecho lo somete a requisitos innecesarios, o lo condiciona más allá de lo razonable, o disminuye las garantías necesarias para su protección, se estará frente a una clara violación del contenido esencial del derecho.





Los títulos de idoneidad, se adquieren entonces, con la formación técnica o intelectual exigida por la ley.





De otra parte, es claro que para poder garantizar la autenticidad de dichos títulos en actividades que comprometen el interés social se requiere, en algunos casos, la creación de licencias, tarjetas o en fin certificaciones públicas de que el título de idoneidad fue debidamente adquirido, en instituciones aptas para expedirlo. Si esto es así, en virtud de lo dispuesto en el propio artículo 26 de la Carta ningún otro requisito, además de los destinados a probar la veracidad o autenticidad del título, puede ser exigido para la expedición de tarjetas o licencias profesionales.





Ahora bien, es a través de dichas tarjetas o licencias, como las autoridades competentes pueden inspeccionar o vigilar el ejercicio de determinadas profesiones. En este sentido la posesión de tales documentos puede estar condicionada al cumplimiento de ciertas normas éticas. Dichas normas, en cuanto reglamentan el ejercicio de un derecho fundamental, tienen reserva de ley y deben respetar los principios constitucionales, en particular, los que corresponden al debido proceso.





Acorde con todo lo anterior, esta Corte considera que en materia de reglamentación del derecho fundamental a escoger profesión u oficio, el legislador debe imponer los requisitos estrictamente necesarios para proteger el interés general, toda vez que el ejercicio de una profesión u oficio debe permitir el mayor ámbito de libertad posible, para que en su interior se pueda dar un desarrollo espontáneo de la personalidad, en congruencia con el principio de la dignidad humana.





En conclusión, la intervención del Estado en el derecho fundamental consagrado en el artículo 26 de la Carta debe respetar la garantía general de igualdad y de libertad que conforman su contenido esencial. La reglamentación de una profesión no puede favorecer, implícita o explícitamente, discriminaciones injustas, fundadas en distinciones artificiosas entre trabajo manual o trabajo intelectual o entre oficios y profesiones. Todo trabajo lícito dignifica y enaltece a la persona humana.





Es relevante señalar aquí que la clásica diferencia entre profesiones y oficios, que se deducía de la redacción del artículo 39 de la Carta de 1886, y que dio lugar a prolífica jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, fue reformulada en la nueva Carta Política.





No es este el momento oportuno para estudiar la evolución constitucional en esta materia. No obstante, vale la pena mencionar, que mientras a partir del artículo 39 era posible establecer una diferencia entre profesiones y oficios, con base en las facultades de reglamentación y en las aptitudes necesarias para desarrollar debidamente cada una de estas actividades; el artículo 26 actual, no sólo por su contenido intrínseco, sino por el contexto constitucional dentro del cual se encuentra inmerso, introduce nuevos criterios de diferenciación y regulación de los oficios y profesiones.





En primer lugar, este artículo reitera la libertad de escoger profesión u oficio. Se desprende de ella el derecho a ejercer la profesión u oficio escogido, dentro del marco de libertad, igualdad y dignidad que establece la Carta, pero con los límites que impone la guarda del interés general.





De otra parte, el artículo 26 mencionado mantiene la diferencia entre profesiones y oficios, pero establece una significativa gradación que bien vale la pena señalar :





A diferencia de lo que puede inferirse del artículo 39 de la Carta de 1886, la Constitución vigente señala que la ley podrá exigir títulos de idoneidad, no sólo para el ejercicio de las profesiones, sino, para el ejercicio de los oficios. Igualmente, cualquier actividad que se clasifique como « profesional », y las ocupaciones, artes y oficios que exijan formación académica o impliquen riesgo social, pueden ser objeto de inspección y vigilancia. Solo las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica y que no impliquen riesgo social, son de libre ejercicio en el territorio nacional { CN artículo 26 }.





La diferencia entre profesión u oficio no radica ya en la mayor o menor formación académica, ni en la necesidad de especial cualificación técnica, pues la propia Carta señala que cualquier ocupación, arte u oficio puede requerir de dicha formación. De otra parte, queda expresamente consagrada la facultad de exigir títulos de idoneidad, así como de inspeccionar y vigilar tanto las profesiones como los oficios, artes y actividades en general que requieran para su ejercicio formación académica o que impliquen un riesgo social.





Ahora bien, no puede decirse que el legislador tiene absoluta libertad para determinar qué actividad debe ser regulada, y establecer cualquier clase de requisitos o condiciones para su ejercicio. Como se ha dicho antes, el valor normativo del texto constitucional y el contenido esencial del derecho que se estudia, imponen al legislador una serie de límites al ejercicio de sus funciones y al contenido material de los actos que expide.





En este sentido, para que sea legítima la reglamentación del derecho, es necesario que sea clara y objetiva la exigencia de cualificación que impone la protección del interés general. En tal virtud, los títulos de idoneidad y las tarjetas y licencias profesionales destinadas a controlar el ejercicio de la profesión, constituyen una excepción frente a la regla general, excepción que no puede desconocer los principios de la Carta del 91.





En consecuencia, esta Corte advierte que toda regulación de una profesión debe consultar el interés general, legítimamente definido y debidamente probado. De otro modo existiría el grave riesgo de profundizar la desigualdad social mediante la negación del ejercicio del derecho al trabajo.





(...)





Como se dijo arriba, sólo la ley está autorizada por la Carta Política para reglamentar el ejercicio de los derechos fundamentales, pero son los entes administrativos, debidamente autorizados quienes tienen la potestad de ejecutar o hacer cumplir las leyes.





En cualquier caso, es claro que la norma que limita un derecho fundamental, como lo hace por ejemplo un código de ética profesional, tiene que tener rango de ley, pues estamos en este caso frente a una de las más importantes garantías normativas del sistema de protección a los derechos fundamentales en nuestro país. Las remisiones legales a la potestad reglamentaria del ejecutivo deben entonces encuadrarse dentro de normas claras que respeten no sólo el contenido esencial de los derechos que se regulan, sino todos y cada uno de los contenidos normativos de la Constitución. La potestad reglamentaria constituye pues, un complemento de la ley, necesario para hacerla cumplir eficazmente, pero la delegación legal no puede traducir en una transferencia inconstitucional de competencias tal que deslegalice la materia reservada.





Lo anterior significa que toda cuestión que se relacione de una u otra manera con la libertad de escoger profesión u oficio deba ser regulada por ley : ello dependerá de si la norma afecta o no el ejercicio de un derecho fundamental.





Ciertamente, la expedición de un código de ética profesional que consagra los principios que han de ser respetados y las conductas objeto de sanción, implica una regulación directa de los derechos consagrados en los artículos 25 y 26 de la Carta.





Si esto es así, dos garantías deben ser respetadas so pena de vulnerar la Constitución : la garantía formal que se refiere al necesario rango legal de las normas que contemplan las conductas tipificadas y las sanciones establecidas; y de otra parte, la garantía material, que consiste en el respeto a los principios del debido proceso, fundamentalmente en cuanto se refiere a la predeterminación pública de las conductas y sanciones, así como de la autoridad competente para imponer las sanciones, y el respeto a los principios de presunción de inocencia, favorabilidad y exclusión de la analogía.





(...)





Como se dijo antes, es el legislador el único competente para establecer cuándo una profesión deja de ser de libre ejercicio para convertirse en una profesión titulada o reglamentada. A partir de entonces y de acuerdo al marco legal, por razones técnicas son las entidades administrativas las competentes para establecer el contenido de las programas de educación superior y para aprobar a las entidades encargadas de impartirlos. El título académico que acredita los estudios seguidos en desarrollo de planes o programas aprobados otorga entonces en principio el derecho de ejercer la profesión.





Ahora bien, el legislador en ejercicio de sus funciones y para proteger al interés general contra el ejercicio ilegítimo de una profesión u oficio, puede establecer que para el ejercicio de determinadas profesiones es necesaria la matrícula profesional, que corresponde simplemente a la constatación pública de que el título profesional es legítimo. Dicha matrícula puede condicionar también el ejercicio del derecho al cumplimiento de ciertas normas éticas, acorde a un código debidamente expedido y respetuoso del debido proceso.





Para la expedición de la matrícula, una vez obtenido el título y según lo dispone el artículo 84, serán necesarios simplemente aquellos documentos que acrediten la veracidad del mismo.





El titular legítimo de la matrícula, tarjeta, licencia o certificado, podrá ejercer libremente la profesión mientras no infrinja una de las normas éticas, especialmente establecidas para cada profesión. Si se produjera tal violación, la autoridad administrativa correspondiente podrá imponer las sanciones establecidas, y suspender el derecho al ejercicio profesional, por el tiempo que considere necesario de acuerdo a las normas establecidas, o someterlo a las condiciones que el propio código señale. Contra la sanción impuesta deberán proceder los recursos contencioso pertinentes.





Ahora bien, el derecho a ejercer la profesión se adquiere con el título académico debida y legítimamente expedido. Los requisitos adicionales están dirigidos a acreditar tal condición y por lo tanto no pueden imponer exigencias distintas a las de probar la veracidad del título.





(...)





La institucionalización del Estado social de derecho en la Carta de 1991 plantea un nuevo marco jurídico de interrelación entre el Estado y la sociedad. En dicho marco no sólo se amplían los mecanismos de participación de los ciudadanos en el manejo y control de la cosa pública, sino que se intensifica el reconocimiento y la ordenación jurídica de entidades de carácter social, en cuanto su actividad representa un interés público. Así, por ejemplo, la Carta establece un régimen de regulación y garantía de los partidos políticos, que son colectividades que evidentemente revistan un interés público.





En el mismo sentido la Carta señala la posibilidad de crear colegios profesionales, vale decir entidades asociativas representativas de intereses profesionales y económicos. Deja a la ley la regulación de estos colegios, pero establece que su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.





A  pesar de que la ley no ha reglamentado aún este tipo de asociaciones, podemos decir, que se trata de corporaciones cuya naturaleza parece pertenecer más al derecho público que al derecho privado. Esto es así, especialmente si tenemos en cuenta que a ellas pueden otorgarse funciones públicas, con el fin de que intervengan en la ordenación del ejercicio de las profesiones, representando exclusivamente los intereses de las mismas, y no de un grupo o parte de quienes la ejercen en determinadas condiciones. Por esta razón, es condición esencial de los colegios la de tener una estructura y funcionamiento democrático para garantizar que todo aquel que cumpla con los requisitos legales para ejercer la profesión de que se trate pueda, sin más exigencias, formar parte del colegio, de sus órganos de decisión y de gestión, y para que no se convierta en el instrumento de defensa de intereses particulares. En este sentido sólo la ley y no el acuerdo privado de las voluntades de quienes conforman el colegio, puede crear los requisitos necesarios para integrarlo, así como las condiciones que limiten la participación de los colegiados en la gestión de sus funciones y en la toma de decisiones.





Si el establecimiento y desarrollo de los aspectos estudiados quedara al libre albedrío de los miembros de la entidad, sería, ciertamente posible que en un momento se restringiera a tal punto el acceso o la participación, que el colegio terminara siendo un mecanismo de defensa de un determinado interés y no del conjunto de los asociados. En consecuencia, la garantía de que el colegio sirva para fomentar ele derecho a ejercer una profesión y no para restringirlo, se funda en que en esta materia cuente con una regulación legal básica que sin restringir la autonomía de la entidad garantice las condiciones de libertad, igualdad y participación que exige el texto fundamental.





Como se deduce de lo que acabamos de decir y de la lectura de sus estatutos, la Asociación Nacional de Topógrafos es una típica persona de derecho privado y no un colegio profesional de los que habla el artículo 26 de la Carta. Esto es así, entre otras cosas, porque una de las características primordiales de los colegios, en virtud de su esencia democrática, es que no exista ningún requisito diferente al de ejercer legítimamente la profesión para poder acceder a la calidad de socio o colegiado. Así las cosas, un colegio profesional no puede restringir la participación de sus miembros a esa sola entidad o impedir su afiliación a asociaciones profesionales distintas, ni vetar la participación de cierto tipo de colegiados, que no cumplan con requisitos arbitrariamente exigidos, en los órganos de decisión y ejecución de sus reglamentos.





Los colegios profesionales deben responder a una filosofía esencialmente democrática. Deben representar globalmente a quienes ejercen determinada profesión y no pueden convertirse simplemente en voceros de una parte especial o determinada de todo un gremio profesional. Es innegable que para garantizar la representación global, debe existir una norma básica que democratice los requisitos exigidos para formar parte de la entidad, así como la conformación de los órganos competentes para tomar decisiones sobre las normas del colegio, y la admisión o suspensión de los miembros.





Ahora bien, es cierto que el artículo 103 de la Carta reconoce la existencia de las asociaciones profesionales, pero con un tratamiento distinto al que da a los colegios profesionales. Las asociaciones son personas jurídicas de derecho privado, conformadas por la manifestación de voluntades de sus miembros. Siempre que respeten las bases constitucionales mínimas, pueden diseñar como a bien tengan su estructura y funcionamiento interno. La Constitución no exige a las asociaciones de profesionales el carácter democrático que impone a los colegios, aunque éste ha de ser un elemento determinante para que la ley pueda atribuirles las funciones de que habla el artículo 103. Las asociaciones pueden entonces ser democráticas o no y representar los intereses de todo el gremio profesional o sólo de una parte de él. Eso dependerá de la autonomía de la propia asociación. (...) "





Los proyectos de ley elaborados por contadores públicos con el ánimo de organizar su colegiatura se han caracterizado por un equivocado entendimiento y desarrollo del principio democrático, razón por la cual es conveniente traer a cuento un aparte de la sentencia C-145, del 23 de marzo de 1994, proferida por la Corte Constitucional, de la cual fue ponente el doctor Alejandro Martínez Caballero, en la cual se explicó:





“(...) Es sabido que la democracia, como procedimiento formal para la adopción de decisiones, se fundamenta en el predominio del principio de la mayoría en el juego político. Esto significa que por regla general las decisiones colectivas son adoptadas por las mayorías. Sin embargo, lo cierto es que el funcionamiento adecuado del procedimiento democrático basado en la alternancia de mayorías, requiere el reconocimiento por los actores sociales y políticos de reglas básicas previas, encaminadas no solo a garantizar la igualdad y universalidad del sufragio sino también a proteger los derechos de las minorías en la dinámica democrática. En efecto, la democracia no es el gobierno exclusivo de las mayorías ni un mecanismo para que éstas atropellen a las minorías; por eso sólo hay verdadera democracia allí donde las minorías y la oposición se encuentran protegidas a fin de que puedan eventualmente llegar a constituirse en un futuro en opciones mayoritarias, si llegan a ganar el respaldo ciudadano necesario. (...)”








Otros temas relacionados





La Constitución Política se ocupa de otros asuntos relacionados con el derecho contable propiamente dicho o se refiere a nociones de aplicación en este. Así, por ejemplo, regula el control interno en el Estado ( artículos 209, 268 y 269 ), el control ( aproximadamente 35 artículos aluden a diversas modalidades de éste ), las cuentas de los partidos políticos ( artículo 109 ), la figura del auditor de la contraloría (artículo 274 ) y la idea de ciclo de negocio aplicada al sector agrícola (artículo 66 ).








Las Bases Compresivas de Contabilidad








El punto de partida para entender correctamente el derecho contable colombiano es el concepto de base comprensiva de contabilidad.





La Guía Internacional de Auditoría número 24, Dictamen del auditor con propósito especial, enseña :





" (...) 9. Una base comprensible de contabilidad abarca una serie de criterios usados en la preparación de estados financieros, los cuales aplican a todas las partidas de importancia y que tienen soportes sustanciales. Los estados financieros pueden ser preparados para un propósito especial de acuerdo a bases comprensibles de contabilidad distintas a las bases de contabilidad conforme a normas locales aplicables o a Normas Internacionales de Contabilidad y que se refieren aquí como preparados sobre « otra base comprensible de contabilidad ». Un conglomerado de convenciones de contabilidad diseñado para servir a preferencias individuales no se ajusta al criterio para otra base comprensible de contabilidad. Ejemplos de otras bases comprensibles de contabilidad son :





- Las bases de contabilidad que una entidad usa para presentar su declaración de impuestos sobre la renta.





- Contabilidad sobre la base de efectivo recibido y desembolsado.





- Las bases de contabilidad que una entidad usa para cumplir con los requerimientos o requisitos de información financiera de una agencia reguladora gubernamental, a cuya jurisdicción, la entidad está sujeta y que difieren substancialmente de las aplicadas por la generalidad de las entidades. (...) "





El artículo 31 del decreto 2649 de 1993 introdujo expresamente al derecho colombiano la noción de base comprensiva de contabilidad. La ausencia de este concepto en el derecho precedente dio pié para que equivocadamente se pensara que toda información contable se debía preparar sobre una misma base. Pero ello no puede ser así porque se vulneraría el paradigma de la utilidad, es decir, la necesidad de que la información sirva a cada cual para hacer los análisis y tomar las decisiones sobre los asuntos que tenga entre manos.





En Colombia, aunque el concepto no hubiese sido recepcionado por el ordenamiento, existen hace varios años sistemas contables fundados en diversas bases. Entre los más importantes, reiterando la alusión que hicimos atrás, se encuentran la contabilidad pública, la contabilidad presupuestaria, la contabilidad de las cuentas nacionales, la contabilidad tributaria y la contabilidad sobre la base de los llamados principios de contabilidad generalmente aceptados.





El estado de desarrollo y el grado de teorización sobre tales bases es bastante dispar. La academia ha privilegiado la última, llegando incluso a pretender subsumir en ella a las demás.








Impacto de la Contabilidad Tributaria








Un segundo elemento imprescindible para entender el derecho contable colombiano nos lo brinda la historia. El proceso de desprendimiento de la Corona Española no fue solamente de carácter político. Implicó también el rechazo a sus instituciones. El país, embarcado en un largo período de inestabilidad, destrozó su economía y, al igual que respecto de otros asuntos, le fue necesario emprender un proceso de reconstrucción.





La Constitución de 1886 marcó el inicio de una nueva época institucional. Entre otras cosas, fue necesario definir cuál sería la legislación aplicable a nivel nacional. Como se recordará, mediante la ley 57 de 1887, en materia mercantil, se seleccionó El de Comercio del extinguido Estado de Panamá, sancionado el 12 de octubre de 1869.





El capítulo 2º del Título Segundo del Libro Primero de dicho Código, artículos 27 a 59, inclusive, contenía la regulación de la contabilidad mercantil.





Tales disposiciones se ocupan casi exclusivamente de regular el sustrato material del sistema contable, es decir los libros. Sus características, su valor de prueba y modo de exhibición, constituyeron los puntos de atención del legislador de la época. El proceso de reconocimiento  se defería a la técnica contable.





Tan deficiente ordenamiento no pudo colmar las necesidades del Estado, quien, urgido de fortalecer la Hacienda Pública, se había empeñado en desarrollar el sistema tributario. Especialmente los requerimientos nacidos de la organización del impuesto sobre la renta demandaron una contabilidad basada en expresos principios de acumulación. Así que el legislador se dio a la tarea de estructurar la contabilidad como medio para garantizar el funcionamiento de dicho tributo. Con ello se inició un largo camino, aún no concluido, a través del cual lo contable ha tenido origen y razón de ser fiscal.





Fernando Jaramillo B., Javier Castaño G. y Luz Marina Gaviria C. [ Influencia fiscal sobre la contabilidad en Colombia, Revista Contaduría, Universidad de Antioquia, números 17 - 18, septiembre de 1990 - marzo de 1991, páginas 196 y 197 ] concluyeron :





" (...) La influencia de las normas fiscales en la teoría contable ha sido notable; en un país como el nuestro donde el progreso conceptual y técnico de la contabilidad ha tenido un origen inequívocamente estatal, la normatización fiscal no es la excepción a esta influencia.





En los 20 o 30 primeros años del siglo, las leyes, decretos, etc., sobre aspectos fiscales tuvieron una influencia - en la medida de lo aceptable - enriquecedora en el campo conceptual de la contabilidad, desarrollando conceptos de gran importancia tales como : entidad, asociación entre ingresos y gastos, unidad de medida, período contable, depreciación, costo histórico, renta líquida, renta bruta, renta de capital, exceso de utilidades { ganancia ocasional }, valorización, provisión, reservas, etc.; son algunos de los conceptos desarrollados e incluidos en las normas fiscales que tienen gran repercusión en la contabilidad.





También se resaltan aspectos técnicos, que a la vez han sido complementados por la legislación en materia comercial, como son los libros de contabilidad de carácter obligatorio, la forma como éstos deben ser llevados, el valor probatorio de los libros y su carácter de publicidad para completar la formalidad de los comerciantes mediante la inscripción de libros en la Cámara de Comercio. En la legislación fiscal se establecen también aspectos relacionados con el manejo de inventarios, sentando así las bases para un desarrollo técnico de la contabilidad; ello se hace más relevante con posterioridad a la ley 81 de 1960, pasando por el Decreto 2053 de 1974 y acentuado en los decretos y leyes de la presente década.





Pudiéramos entonces dividir las leyes fiscales en dos partes : la primera, como lo dijimos anteriormente, se distingue por ser más conceptual y la segunda, que se ubica a partir de la década del sesenta hasta hoy, se ha distinguido por ser más técnica que conceptual; paradójicamente en los últimos años, cuando se ha modernizado la estructura fiscal del país, el aporte a las normas contables ha sido pobre y muchas veces ha estado en contravía o ha desconocido normas anteriormente promulgadas, frenando en cierta medida, el desarrollo conceptual contable, vía la normatización fiscal. "





Resulta, entonces, imposible hacer caso omiso del impacto profundo que el derecho tributario ha tenido en la contabilidad. Sin desconocer sus aportes, no debe olvidarse que el tributo es un instituto jurídico, no existe ni puede existir sino en la ley y a ella se subordina en todo momento.





No tenemos entonces que extrañarnos de que muchas personas lleven contabilidad solamente para cumplir sus cargas fiscales, ni de que existan contadores para quienes la contabilidad siempre es tributaria, ni  de que muchos abogados piensen que saben contabilidad porque conocen el derecho respectivo.





Mas, al no haber advertido que se trataba de una especial base comprensiva de contabilidad, la contabilidad del empresario se impregnó de concepciones artificiosas, que la hicieron inútil para otros propósitos. Siendo fatua, la contabilidad se convirtió en un estorbo, identificado con la voracidad del Estado.





En los últimos 40 años, cada vez con mayor intensidad, se ha desarrollado una lucha, incomprendida por muchos, para separar las bases contables. La expedición simultánea de los decretos 2911 y 2912 de 1992, constituye uno de los logros más concretos en la búsqueda de tal independencia.





Sin embargo, no puede decirse que la guerra ha terminado. Muy por el contrario, con frecuencia, se siguen promulgando disposiciones que con fines claramente fiscales, penetran, en una especie de violación irresistible, en el sistema de la contabilidad empresarial.





�



La participación de la profesión








Un tercer elemento para comprender el derecho contable colombiano, se encuentra en el papel o aporte que ha significado la profesión contable en el proceso de diseño de las normas.





No es muy del agrado de los señores contadores públicos que se toque este tema. Pero es inevitable. Como ya lo planteamos, en el proceso de formación de las normas jurídicas hay una etapa destinada a la auscultación científica.





En la medida en la cual, desde la década de 1950, la profesión se ha mantenido ocupada en discusiones internas, plagadas de aspectos pasionales y políticos, le ha sido imposible presentarse como un cuerpo unido, académicamente coherente, ahogándose la voz de los doctrinantes en la cada vez mas pronunciada minoría, beligerante e incapaz de olvidar.





No existe entonces una posición profesional, ni un cuerpo de naturaleza académica a quien dirigirse. Y si no hay a quien consultar, pues no se consulta. Los contables han sido ignorados . La profesión ha sido más reactiva que proactiva.





La participación de distinguidos y dedicados profesionales de la contaduría pública en los diversos foros estatales, tales como el Consejo Permanente para la Revisión de las Normas Contables, o el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, no puede reemplazar, a pesar de la honestidad y altura intelectual de aquéllos, a los procesos de consulta democrática. Pero, como se ve en la forma como quedó integrado el Consejo Permanente para la Evaluación de las Normas sobre Contabilidad, y en la propuesta de órgano asesor del Contador General, lejos estamos de consultar las bases de la profesión.





En fin, que es lo que nos interesa en este escrito, lo cierto es que la norma legal contable se ha formulado con ausencia de la doctrina autorizada, puesto que ésta no ha tenido vocero. Por lo cual no debemos maravillarnos que cada vez que se expide una norma se levanten los glosadores para indicar, con acierto o desacierto, sus inconveniencias y fallas. La reacción ante los pronunciamientos del Comité Nacional de Investigaciones Contables, que sepultó la posibilidad de la auto - regulación, es una muestra por demás elocuente de esta tragedia.





Seguramente - ni más faltaba - ante mis palabras se levantarán prestamente los dirigentes gremiales para denotar que las cosas ya han cambiado. Créanme que tengo certeza de ello y que, como el que más, anhelo que el proceso se siga purificando en bien de la profesión y del país.








Los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados








Ya hemos estipulado que los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados constituyen una base comprensiva de contabilidad, que, como tal, se distingue y debe distinguirse de las otras.





En el mundo de lo contable esa expresión no ha dejado de convocar un debate. Jorge Tua Pereda [ Los Principios Contables y la Normalización Internacional de la Contabilidad, Revista Contaduría, Universidad de Antioquia, número 11, septiembre de 1987, páginas 206 y 207 ] resumió :





" (...) De todo lo indicado hasta aquí se deduce que existen, al menos, dos posibles versiones sobre el término principio contable :





- de un lado, una concepción amplia, basada especialmente en la regulación contable, que identifica « principio » tanto con fundamento o noción básica como con cualquier tipo de regla, sea esta general y básica, o concreta y detallada.





- de otro lado, una visión más estricta, sustentada en la epistemología de nuestra disciplina, que atribuye la denominación de principio sólo a las macroreglas básicas de un sistema contable.





Sin duda, la primera de estas visiones es la más comúnmente utilizada a causa, probablemente, de su vinculación con la regulación contable. Así, es frecuente que se entienda por principio cualquier norma, guía o directriz emitida por un organismo con autoridad reconocida. Bajo esta óptica, asentada en la regulación contable y en la aceptación generalizada, los principios contables son el conjunto de reglas y guías para la práctica producidas por la normalización. Dicho de otro modo, los principios contables no son sino el producto final de la normalización contable. (...) "





En cuanto a la expresión generalmente aceptados, el mismo Túa más adelante ( páginas 198 y 199 ) explica :





" (...) En síntesis, de acuerdo con esta definición histórica, un principio de contabilidad generalmente aceptado presenta dos importantes aspectos :





- en primer lugar, hace referencia a la norma o noción habitual, las más practicada o la más extendida con carácter general que, de este modo, sirve para determinar cuál es la mejor conducta a seguir





- en segundo lugar, la aprobación por el organismo competente le confiere el carácter de autorizado, de manera que es la institución reguladora la que determina si un principio tiene o no la condición de generalmente aceptado.





Es necesario dejar sentado que esta definición hace hincapié en el origen histórico del término, en un momento en que los organismos armonizadores solían escoger las reglas en función de su grado de habitualidad, aunque, como es lógico, también se tuvieran en cuenta otros criterios, tal como la adecuación e idoneidad de la norma en cuestión. Con el paso del tiempo, en la medida en que se ha abandonado la metodología descriptiva en favor de la normativa, el segundo criterio ha sustituido progresivamente al primero hasta que, en la actualidad, puede decirse que lo ha desplazado totalmente.





Sin embargo, estas consideraciones sirven para justificar el por qué de la pervivencia del calificativo « generalmente aceptado », aún mucho tiempo después de que esta forma de proceder haya resultado ya claramente superada. En efecto, abandonada la inducción, es decir, el criterio de la habilidad como fundamento determinante para la emisión de principios, la expresión « generalmente aceptado » resulta inadecuada y debería ser sustituida por otra que exprese que los principios utilizados son los más idóneos en relación con la situación concreta que se pretende describir, así como con los objetivos, características y requisitos de la información contable. (...) "





En nuestro medio se debatió si la expresión correcta era principio o si era norma. Cuando se expidió el decreto 2160 de 1986, al presentarlo, el por entonces Vicepresidente Jurídico de la Cámara de Comercio de Bogotá, doctor Nestor Humberto Martínez Neira [ Contabilidad Comercial, Presentación de Estados Financieros, Reglamentación, Anexo : Proyecto sobre Libros de Comercio. Cámara de Comercio de Bogotá, Documentos 2, Bogotá julio de 1986, páginas 7 y 8 ], sostuvo :





" (...) Este decreto, según se lee en su epígrafe, ha señalado con alcance nacional las normas de contabilidad generalmente aceptadas. Se preguntará entonces el profesional de la contaduría si ellas corresponden a lo que la doctrina secular de dicha técnica conoce como « principios de contabilidad de general aceptación ».





El Decreto no repara en este tipo de precisiones simplemente nominalistas, seguramente porque para los efectos de la reglamentación requerida resultaba indiferente señalar unos principios o unas normas.





Lo que sí parece evidente es que el Decreto, dada su naturaleza de cuerpo reglamentario del Código, debía contraerse o sujetarse a las instituciones y vocablos considerados en la ley reglamentada : el Código de Comercio, para preservar su propia legalidad. Es así como, si se tiene en cuenta que el estatuto mercantil alude en sus diferentes citas legales a las  normas de contabilidad de general aceptación, que no a los denominados principios, aquella era la locución que el Gobierno debía emplear en el estatuto reglamentario. Veamos : el artículo 48 del C. de Co., dispone que los comerciantes conformarán su contabilidad a las disposiciones de este Código y demás normas sobre la materia; al definir el contenido del dictamen o informe del revisor fiscal sobre los balances generales, el artículo 208, num. 4º, del C. de Co., menciona que aquel debe opinar sobre la fidelidad del balance « de acuerdo con las normas  de contabilidad generalmente aceptadas »; el artículo 445, ejusdem, ordena elaborar el balance conforme a las prescripciones legales y a las normas  de contabilidad establecidas; y, finalmente, el artículo 450 del Código expresa que para determinar los resultados de los ejercicios sociales deben apropiarse las partidas necesarias para atender el deprecio, desvalorización y garantía del patrimonio social, « de acuerdo con las leyes y con las normas de contabilidad ».





En suma, el tema de los « principios » o  « normas » debe plantearse en otras latitudes. El entorno jurídico colombiano obliga a hacer referencia, en rigor legal, a las  « normas de contabilidad generalmente aceptadas ». (...) "





Lo cierto fue que el debate continuó, seguramente por el extendido uso de la expresión principios en el contexto internacional, hasta que el artículo 6º de la ley 43 de 1990, homologó los dos términos.





Dicho artículo incluye una definición legal sobre tales principios, por los cuales debe, entonces, entenderse, el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas.





Ahora bien : en Colombia, los PCGA, según su definición y reglamentación legal, son un cuerpo de normas jurídicas. No pueden confundirse, entonces, con otras normatividades, como la emanada de la Ifac, que no tiene tal carácter. Es más, en la medida en que se aparten, como se apartan, de las reglas usadas a nivel internacional, debe entenderse que, por más que se aproximen a ellas, son una base compresiva de contabilidad especial, legal.





La evolución de los PCGA en Colombia los ha llevado de ser un cuerpo normativo pensado y destinado para los comerciantes, a ser un marco regulatorio aplicable por todo tipo de personas. A esto se llegó por la vía de aplicar el decreto 2160 de 1986 a personas no comerciantes, ya por remisión expresa, ya por analogía. El artículo 2º del decreto 2649 de 1993, en cierto sentido, no hizo más que reconocer los hechos. Lo que se siguió de allí fue el esfuerzo de limar las incongruencias de lenguaje o de referencia, para garantizar su fácil aplicación.





Hecha la anterior precisión, respecto del concepto de base comprensiva de contabilidad, queda por aclarar que no obstante su amplia definición, en realidad los PCGA son propios de la denominada contabilidad financiera, razón por la cual su aplicación sólo es posible por la vía supletiva a las otras bases de contabilidad ( artículo 136, inciso 2º, decreto 2649 de 1993 ). Por lo mismo, tratándose de la determinación de los impuestos, los PCGA ceden frente a las normas especiales ( inciso 4º, ídem ).





Los PCGA, en cuanto base contable, se diferencia de las otras, en especial, en cuanto ( 1 ) el usuario de referencia es el público, ( 2 ) por lo mismo privilegia la neutralidad y ( 3 ) la esencia sobre la forma.





Desde el punto de vista de la clasificación de las normas, debe decirse que el derecho contable está contenido en normas fundamentales ( o principales, o superiores ) como la constitución y la ley, y, de otra parte, en normas derivadas ( o reglamentarias ), como son los decretos 2649 y 2650 de 1993. Unas y otras, según su alcance, pueden ser generales o especiales.





Desde el punto de vista de su contenido, las normas son  conceptuales o técnicas. Estas últimas se subdividen en normas técnicas generales, normas técnicas específicas, normas sobre revelaciones y normas sobre registros y libros. Las normas técnicas y son  - y deben ser - desarrollos aplicados del denominado marco conceptual (artículo 46 del decreto 2649 de 1993).





En muchos casos concretos podemos observar que las normas técnicas no son teoría aplicada, sino simples reglas establecidas para satisfacer necesidades específicas de información o de control, que se insertan inmisericordemente dentro del sistema contable. Cuando esto ocurre, los estados financieros ya no presentan la situación financiera, puesto que se desdibuja o distorsiona la relación entre los distintos elementos de los estados financieros. Recuerdo como, en el sector financiero, luego de varios esfuerzos fracasados, se resolvió que las partidas débito de la cuenta de sucursales y agencias se mostraran como un activo y las crédito como un pasivo.








Contabilidad para industrias








La teoría contable, a través del postulado del ente y de la limitación características y prácticas de cada actividad, enseña que no pueden sujetarse todas las contabilidades a unas mismas y exactas reglas.





Kieso y Weygandt [ Obra citada, página 58 ] explican :





" (...) Otro aspecto de índole práctica, que a veces exige apartarse un poco de la teoría básica, es la naturaleza especial de algunas industrias y empresas. El envasado de carnes, por ejemplo, difiere considerablemente del proceso de fabricación. En una planta manufacturera se juntan varias materias primas y ciertas partes adquiridas para crear un producto terminado. Como se conoce el costo de cada componente individual, las diversas partidas del inventario, ya estén total o parcialmente terminadas, se pueden contabilizar con base en el costo, como lo requiere la teoría básica. En una empresa empacadora la situación es diferente. La « materia prima » la constituyen ganado vacuno, cerdos u ovinos, cada uno de los cuales se compra entero para luego dividirlo en partes que vienen a ser los productos. En vez de sacar un producto de muchas partes, se sacan muchos productos de una « unidad » de materia prima. La distribución del costo del animal « en pié » costillas, paletillas y espaldillas, por ejemplo, es una imposibilidad práctica. Es mucho más fácil y útil determinar el precio de mercado de los diferentes productos y valuarlos en el inventario al precio de venta menos los diversos costos, como los de embarque y manejo, necesarios para llevarlos al mercado. De aquí que, debido a las peculiaridades de la industria, el inventario se lleva algunas veces al precio de venta menos los costos de distribución en la industria del empacado de carnes, lo cual representa una discrepancia con la teoría básica. Las divergencias con la teoría básica no son muchas pero existen; de manera que, cuando se descubra lo que parezca ser una violación de la teoría básica de la contabilidad, será conveniente determinar si se justifica por alguna característica especial del tipo de empresa de que se trate, antes de criticar los procedimientos seguidos.





Hay que estar constantemente alerta a la necesidad de apartarse de la teoría básica, ya sea por la poca importancia de las cantidades comprometidas o debido a las peculiaridades de una empresa determinada. Es esencial una actitud lógica hacia los problemas prácticos, pero también hay que tratar de no ser tan razonables que se pasen completamente por alto las normas de la buena teoría. (...) "





Desde otra perspectiva, la limitación que se viene comentando, es analizada por Earl A. Spiller, Jr., y por Martin L. Gosman [ Contabilidad Financiera, McGraw - Hill, México 1988, página 26 ] así :





" (...) El ambiente legal de los negocios incluye ciertos precedentes y procedimientos. Además, prácticamente todas las empresas están reguladas hasta cierto grado por cuerpos gubernamentales. Estas influencias legales y gubernamentales afectan los procedimientos contables que usan los negocios. En situaciones extremas, los procedimientos contables pueden ser dictados por cuerpos gubernamentales, como en el caso de las compañías de carreteras y de servicios públicos.





Las disposiciones del impuesto sobre la renta son otro de los factores ambientales que desempeñan en la actualidad un papel extremadamente importante en la práctica contable. Las disposiciones fiscales han sido diseñadas para el logro de una multiplicidad de propósitos políticos y económicos. Los procedimientos de la contabilidad financiera, por otra parte, tratan de lograr la adecuada identificación entre los costos y los ingresos para medir la utilidad de los negocios. Cuando los dos conjuntos de conceptos no son los mismos, la entidad de negocios se enfrenta a un dilema. Se deben mantener o bien registros separados para la contabilidad fiscal y para la contabilidad financiera, con los consecuentes inconvenientes y gastos, o bien procedimientos diseñados para implantar metas particulares de tipo fiscal que terminarán siendo usados para la medición del ingreso periódico del negocio. En esta última situación, los propósitos de la contabilidad financiera pueden verse minados. (...) "





Así, pues, aunque una sola, la contabilidad financiera es flexible para adaptarse a las diversas características y circunstancias de cada industria.





En Colombia esa diferencia contable entre las industrias o sectores se ha implantado, en cierta medida, como consecuencia de la multiplicidad de los reguladores contables : el Legislador, el Presidente de la República, las Superintendencias Bancaria, de Salud, de Sociedades, de Valores, el Departamento Administrativo  Nacional de Cooperativas, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, para citar los principales. El desarrollo no ha sido perfecto por cuanto en ocasiones se ha atendido más a la forma legal del ente que a las características de su actividad.





De otro lado, la autarquía de cada uno de esos reguladores generó que aspectos básicos y evidentemente iguales fueran inexplicablemente desarrollados en forma distinta, no obstante que todos ellos se han ocupado de la contabilidad financiera. Al llevar al extremo las diferencias se rompió con otra característica, cual es la comparabilidad, esencial para la construcción de estados financieros comparativos y para los consolidados, así como para cumplir el objetivo de soportar un análisis macroeconómico.





El decreto 2649 de 1993 intenta poner un límite razonable a tal situación, al ordenar ( artículo 137 ), en desarrollo del poder jerárquico que corresponde al Presidente de la República, que todos los reguladores se subordinen al marco conceptual de la contabilidad ( Título Primero ) y a las normas técnicas generales ( Capítulo 1º del Título 2º ).





Así, los objetivos, cualidades, postulados, conceptos básicos, limitaciones, definición de estados y de sus elementos y las normas que regulan el ciclo contable, son comunes para todas las expresiones de la contabilidad financiera. Pero, en cambio, las normas técnicas específicas pueden ser objeto de modificaciones a través de las denominadas normas técnicas especiales.





Como se sabe, en la actualidad, la contabilidad para las industrias tiene una extensa expresión mediante los llamados planes únicos de cuentas que se han expedido para distintos sectores. Tales planes han pecado de ser muy detallados y, lo que es muy censurable, han sido aprovechados para regular las operaciones, lo que verdaderamente es ajeno al derecho contable.





Dicho sea de paso, en lugar de propender por un único regulador, o por mantener odiosamente solo algunos subreguladores, como se ha propuesto en los proyectos para organizar la figura del contador general, lo que se debería hacer es precisamente lo que hizo el decreto 2649 de 1993, es decir, reservar el marco conceptual y las normas técnicas generales al contador  y confiar a las autoridades de cada sector el desarrollo de las normas técnicas específicas y especiales.





En todo caso, dando cumplimiento a la Constitución Política, debe permitirse la participación de los ciudadanos en las decisiciones que los afecten, lo que no se cumple ni cumplirá consultando estamentos de conformación mayoritariamente gubernamental, en donde, además, no están todos los que son.








Contabilidad Gerencial








Aunque para los contables puede resultar evidente, lo cierto es que los reguladores no han entendido que la contabilidad, en cuanto sea diseñada exclusivamente para satisfacer las necesidades del público, o para atender las comunes exigencias del control gubernamental, pierde habilidad para responder a las exigencias internas del respectivo ente. Por ello, cuando se penetra tan extensamente en el sistema contable, como lo han hecho la contabilidad tributaria y los planes únicos de cuentas, se produce una degradación de la contabilidad, que, lamentablemente, ha dado lugar a que en Colombia se hable de datos estadísticos ( ! ) o extraoficiales, entre otras modalidades, que normalmente implican severos e innecesarios costos, cuando no son fuente de fraude.





En la teoría, precisamente, se contempla como una limitación el principio de costo superior al beneficio. Esta es una regla básica de la actividad económica, así funcionarios del gobierno la hayan eliminado del marco conceptual. En algún pasillo se llegó a decir que esta eliminación se introdujo para evitar que se cuestionara el efecto de las normas gubernamentales, como los mencionados planes de cuentas.





Lo cierto es que la muy variada utilidad de la información contable no puede ni debe ser reducida por orientar el sistema al servicio de solo algunos usuarios. Debe dejarse un amplio margen de organización de manera que pueda mantener su capacidad de múltiple respuesta.





Tal vez las siguientes reflexiones de la Junta de Normas para la Contabilidad Financiera - Fasb -,  tomadas del aparte número 27 de la Declaración número 1 de Conceptos de la Contabilidad Financiera, Objetivos de la presentación de informes financieros por parte de las empresas comerciales, sirvan para entender de mejor manera el punto :





" (...) Con excepción de la gerencia, y hasta cierto punto de los directores, los usuarios potenciales enumerados en el párrafo 24 son descritos comúnmente como « usuarios externos », y la contabilidad y la presentación de informes se dividen, a veces, convencionalmente en partes internas y externas. Esa amplia distinción se adapta más estrechamente a los fines de esta Declaración que otra distinción convencional común - la que se hace entre la contabilidad gerencial o de gerencia { que está diseñada a ayudar en la toma de decisiones, la planeación y el control gerenciales en los distintos niveles administrativos de una empresa } y la contabilidad financiera { que tiene que ver con la contabilización de los activos, pasivos, ingresos, gastos, utilidades, etc. de una empresa } porque la gerencia usa información provista tanto por la contabilidad gerencial como por la contabilidad financiera. La gerencia necesita, además de la información de la contabilidad financiera, mucha información de la contabilidad gerencial para cumplir sus responsabilidades en las operaciones de planeación y control. Mucha parte de esa información se relaciona con decisiones particulares o con centros particulares de costos o de utilidades, y es, con frecuencia, suministrada en más detalle de lo que se considera necesario o apropiado para la presentación de informes financieros externos, aunque el mismo sistema contable normalmente acumula, procesa y suministra la información, sea que se llame gerencial o financiera o interna o externa. Los directores usualmente tienen acceso a por lo menos alguna parte de la información disponible a la gerencia y no normalmente suministrada fuera de una empresa. Ya que la contabilidad gerencial es interna para la empresa, usualmente puede ser hecha a la medida para cumplir con las necesidades de la gerencia en cuanto a la información, y está más allá del alcance de esta Declaración. (...) "





El desarrollo de una contabilidad que permita realizar con éxito el proceso gerencial es de vital importancia para el derecho, al punto que ello está consagrado como un objetivo de la información contable ( numeral 3º del artículo 3º del decreto 2649 de 1993 ). Pues de un proceso gerencial soportado sobre la desinformación no cabe más que predecir el fracaso del ente, con su consecuente impacto en la colectividad humana, que ciertamente no puede ser querido por el orden jurídico.





En un plano abstracto se puede decir que a nadie está prohibido manejar un sistema de costos. Se podrá pensar que, dando cumplimiento a todos los requisitos de la contabilidad financiera, siempre habrá lugar para otras mediciones y acumulaciones. Pero en el plano de la realidad, insisto, eso puede no ser factible, sin incurrir en sobrecostos irrazonables. Los reguladores contables, entonces, deben de tener cuidado de no ahogar el sistema contable.








Derecho de la Profesión Contable








Para terminar esta propedéutica, hagamos una breve reflexión sobre el derecho - ordenamiento - que regula en nuestro país la profesión contable.





Contando el antecedente de los contadores juramentados, la profesión ha tenido cuatro estatutos en el presente siglo, a saber :  ( 1 ) Decreto 1357 de 1941, ( 2 ) Decreto 2373 de 1956, ( 3 ) Ley 145 de 1960 y ( 4 ) Ley 43 de 1990.





Atrás, con apoyo en un pronunciamiento de la Corte Constitucional, se plantearon ciertos asuntos básicos sobre el derecho de las profesiones. Conviene ahora reiterar algunos de ellos, aunque aplicándolos a la profesión de la contaduría pública.





Para tal efecto resultan insuperables las explicaciones del doctor José Gabino Pinzón, eminente experto en el derecho mercantil, miembro de las comisiones revisoras del Código de Comercio tanto de 1958 como de 1971, redactor del proyecto que se convirtió en el decreto 2373 de 1956 y miembro del Instituto Nacional de Contadores Públicos. A modo de exposición de motivos señaló [ La Reglamentación Legal de la Contaduría, Revista El Contador Público, número 9, septiembre - octubre de 1955, páginas 17 a 19 ] :





" (...) El derecho profesional representa hasta cierto punto una forma de socialización de la actividad del individuo, ya que, como dice Jean Savatier, « el hecho de pertenecer a una profesión hace al individuo socialmente útil, pues ejerce una función necesaria para la sociedad, que ésta tiene interés en facilitarle concediéndole los derechos y privilegios indispensables para el buen desarrollo de las actividades profesionales » ( 1 ). Por eso es por lo que, como se dijo en alguna exposición hecha en la última reunión de la asamblea del Instituto Nacional de Contadores, la reglamentación de la profesión de la contaduría ofrece varios ángulos o aspectos entre los cuales debe haber una conveniente relación o armonía : el del profesional, a quien han de otorgársele ventajas o garantías legales que lo estimulen en el ejercicio de esa actividad especializada que constituye el ejercicio de la profesión; el de ésta misma, a cuyos intereses, como medio de hacer socialmente útil la actividad del individuo, deben subordinarse los del profesional, particularmente considerados; el de la sociedad, que ha menester de la actividad de profesionales acreedores a su confianza, tanto por su versación científica o técnica como por su probidad o idoneidad moral; y del mismo Estado, que también necesita de auxiliares eficaces en quienes pueda delegar ciertas funciones de vigilancia de la actividad privada y cuyos servicios pueda utilizar para el cumplimiento de sus funciones de gobierno.





Esta idea cardinal de la función social de toda profesión liberal da al derecho profesional un aspecto inconfundible, que lo aleja o separa fundamentalmente de las construcciones del individualismo jurídico que aún inspira la mayor parte de los códigos y que le comunica ese carácter de derecho mixto , de que habla Roubier ( 2 ), en el que se combinan el derecho público y el derecho privado, con una preponderancia cada día mayor del primero sobre el segundo. La misma idea es la que sirva de fundamento a la diversidad y a la jerarquía de las normas de ese derecho, en el que la profesión se concibe como una entidad o noción abstracta, con intereses distintos y superiores a los individuales de quienes la ejercen, a través de la cual éstos se convierten en miembros especialmente útiles para la sociedad o elementos activos de su desarrollo y bienestar; y en el que, consecuencialmente, los intereses particulares de la profesión han de subordinarse a los comunes de la sociedad, en general. Por eso es por lo que el derecho profesional no es ni puede ser un simple derecho de privilegio, susceptible de ser elaborado y aplicado en interés exclusivo de los profesionales, sino que es un derecho que compensa las prerrogativas reconocidas al profesional con obligaciones que miran todas a la mejor estructuración de ese orden social que necesita el individuo para su perfeccionamiento, a través de la profesión, que es, a su vez, un medio de estimular la solidaridad humana y de hacer más útil para el bien común las capacidades individuales. Y, por eso mismo, es por lo que el Estado moderno - rector y personero de esa mejor utilización social de la actividad individual - no puede desatender la regulación de las profesiones.





Esos ángulos o aspectos que ofrece el ejercicio de una profesión liberal no pueden ser descuidados en un estatuto profesional adecuado y se encuentran muy bien definidos en el proyecto discutido, si se repara más en el criterio que lo inspira y en la forma en que éste se desarrolla a lo largo de su articulado que en tal o cual palabra utilizada para la expresión del ordenamiento general.





a) La protección del profesional, a base de determinadas prerrogativas que le fijen y le aseguren un campo de actividades que dejan, por lo mismo, de estar al alcance de las personas no afiliadas a ella, es el primer supuesto de un buen estatuto profesional. Los derechos o las funciones que se reservan al profesional regular constituyen un privilegio que, al colocarlo en condiciones de ventaja sobre el común de los ciudadanos, representa un poderoso estímulo para formar parte de la profesión; y son, a un mismo tiempo, un favor que compensa en cierta forma el servicio prestado por el profesional a la sociedad. Por eso la concesión de esas prerrogativas está siempre implícita en la idea de derecho profesional que regula la libertad de trabajo, para que ciertas actividades sólo sean ejercidas por quienes estén en mejores condiciones de servir con ellas al bienestar o la seguridad comunes.





Este ángulo o aspecto está muy claramente previsto en el proyecto, pues desde el artículo primero se adscribe el ejercicio de las actividades propias de la contaduría a quienes cumplan los requisitos previstos en el mismo proyecto para ser afiliados regularmente a dicha profesión. Sólo, pues, el profesional de la contaduría podrá ejercer las funciones que el proyecto prevé como las más necesitadas de la intervención de personas que se hagan merecedoras de la confianza del público y del Estado. Y, como consecuencia de esa prerrogativa, se prohibe y se reprime la competencia que podría hacerse por parte de personas ajenas a la profesión regulada, lo mismo que la utilización de individuos no afiliados regularmente a la profesión en los casos en que expresamente se exige la actuación de un contador inscrito o público. Se trata, pues, de limitar el campo de actividad de todos los ciudadanos en favor del profesional de la contaduría, para que tenga un interés o un estímulo que le permita adquirir un creciente perfeccionamiento, ya que éste redunda en mayores ventajas o seguridades para la sociedad. Pero se trata, a un mismo tiempo, de crear un orden profesional - caracterizado por el juego armónico de derechos y obligaciones estrictamente profesionales, esto es, no comunes a todos los ciudadanos - al que debe someterse el individuo, si quiere aprovechar las prerrogativas o derechos reconocidos al contador. La libertad de trabajo no se elimina, en el fondo, sino que se regula; el ciudadano es hasta cierto punto libre para ejercer, o no, actividades propias de la profesión de la contaduría, pero si quiere ejercerlas ha de hacerlo como profesional regular, esto es, sometido a la reglamentación legal de la profesión, porque es a través de esta reglamentación como el Estado va a obligar al contador a cumplir la función social de toda profesión y a vigilar el cumplimiento de dicha función.





b) La protección de la profesión no sólo contra el que no es profesional regular - que se cumple con la primera base indicada - sino contra el mismo profesional, es un segundo supuesto necesario en la reglamentación de una profesión liberal. La profesión ha de estar, desde luego, al servicio del individuo que pertenece a ella, ya que el primer supuesto analizado representa precisamente privilegios o garantías en su favor; pero los intereses de la profesión han de estar siempre por encima de los particulares de los profesionales, para que éstos no destruyan ese medio de perfeccionamiento ni lo desvíen de sus funciones de eficiencia, de moralización y de seguridad. La profesión ha de concebirse, pues, como un instrumento de perfeccionamiento y de provecho para el individuo que pertenece a ella y como un medio eficaz de que dispone el Estado para vigilar ciertas formas de la actividad privada y ejercer, con su ayuda el fomento y la tutela de los intereses sociales. Por eso, en beneficio del profesional - que encuentra en la profesión un medio propicio para el desarrollo de sus capacidades naturales - y en beneficio del Estado - que también encuentra en ella un auxiliar suyo para el cumplimiento de algunas funciones de personero de la sociedad - la profesión ha de estar protegida con reglas que encaucen la conducta del profesional en el sentido en que mejor pueda cumplir esa doble  e importante función.





En desarrollo de estas ideas, el proyecto entra a proteger la profesión desde el ingreso mismo a su seno, que está sometido al cumplimiento de determinados requisitos con los cuales se quiere asegurar respecto del candidato un mínimo de preparación técnica y de idoneidad moral que lo hagan digno de las prerrogativas legales del profesional regular. Las causales de inhabilitación para ser recibido como contador, las incompatibilidades en cuanto al ejercicio de las funciones propias de la actividad profesional y las sanciones disciplinarias son recursos que no solo son adecuados para proteger al público, sino que en gran parte representan medidas de organización y moralización del ejercicio de la profesión, para que éste fomente y asegure la lealtad profesional y cumpla en mejores condiciones su función de hacer socialmente útil la actividad del individuo. Paralelamente a los derechos o prerrogativas se imponen y se sancionan obligaciones que son la contra - partida de esa situación de ventaja reconocida al profesional. Entre esas obligaciones han de ocupar un puesto de especial importancia las señaladas en el código de ética profesional que debe elaborar la Junta Central, para trazar reglas de conducta profesional que permitan calificar la actividad del contador y que sirvan de fundamento a sanciones que, como la suspensión y la cancelación de la matrícula o incorporación legal a la profesión, sean los mejores recursos de que ésta disponga para su propia defensa.





c) No basta, sin embargo, que se proteja al profesional con prerrogativas especiales y que se defienda la profesión misma, limitando su incorporación a ella o excluyendo temporal o definitivamente de su seno a quienes no observen las reglas de conducta profesional. Una buena reglamentación legal ha de defender, a un mismo tiempo, a la sociedad, en general, contra un mal o abusivo ejercicio de la profesión. Esta debe ser a todo trance ese medio de utilización social de la actividad individual y un medio de colaboración con el Estado en sus funciones de protector y representante de los intereses sociales. De suerte que si el individuo ha de subordinar sus intereses a los generales de la profesión, ésta, a su vez, debe subordinarse en su organización interna y externa a los de la sociedad. Las obligaciones profesionales, esto es, las impuestas en razón de pertenecer a la profesión, representan una especie de filtro que ha de permitir la selección de los individuos más aptos para disfrutar, no solo en su beneficio particular sino en el de la sociedad, de las prerrogativas o derechos profesionales.





Las exigencias hechas para el ingreso del contador a la profesión regulada y las reglas de conducta profesional que debe observar una vez admitido en ella se enderezan especialmente a esa protección de los intereses sociales. Si se fijan condiciones de idoneidad, incompatibilidades, inhabilidades, sanciones disciplinarias, etc., es no sólo para que la profesión se defienda de los malos elementos que podrían desviarla de sus funciones frente a sus afiliados, sino para que ella constituya una garantía para el orden social, del que forma parte la protección del público contra el desvío o abuso de todas las formas de actividad humana. La misma integración de la Junta Central, sus atribuciones y los recursos previstos contra sus decisiones, son medios de vinculación permanente del Estado a la profesión, para ejercer las funciones de prevención y de represión que le corresponden en relación con la actividad particular del individuo. Si el Estado delega la misión de vigilancia de la profesión y la represión de las faltas cometidas contra las reglas de conducta profesional es precisamente porque hace de ella un instrumento al servicio de la sociedad y sólo en cuanto se cumpla adecuadamente esta función. Por eso se reserva, en forma de recursos administrativos y contenciosos, la supervigilancia de la manera como la profesión organizada, por medio de la Junta Central de Contadores, coadyuva en el cumplimiento de las funciones que comparte con ella, como medio de perfeccionamiento social. (...) "





Al reflexionar sobre las anteriores explicaciones se cae en la cuenta de la imperiosa necesidad de que exista una clara relación entre los conocimientos y habilidades exigidos al profesional y el tipo de tareas o funciones que se le reserven. Si esta ecuación se rompe perderá sentido la protección que la definición de un ámbito profesional implica.





Ahora bien : no basta con que la ecuación sea perfecta al momento de expedir la ley profesional. Es necesario que ella se mantenga a lo largo de su vigencia.





Como el mundo es tan dinámico - alguien sostuvo que lo único constante es el cambio - puede resultar bien que los conocimientos del profesional crezcan o bien que las actividades reservadas exijan un mayor experticio. En el primer caso será pertinente reflexionar si debe ampliarse el ámbito profesional. En el segundo, o bien deberá eliminarse la reserva, o asignarla a otras profesiones o demandar de los profesionales un mayor grado de preparación.





De lo anterior resulta el importante grado que tiene el deber profesional de actualización, que nuestras leyes contemplan. Sin tal actualización, en un mundo cambiante, se llegaría a una profesión no merecedora de que se le reserven unas actividades.





La universidad es la principal responsable de garantizar un conocimiento concordante con las exigencias de la vida. Debe, entonces, permanentemente ajustar sus programas de estudio, procurando sostenerse en la frontera del conocimiento.





Tal deber de la universidad, a su turno, conlleva la obligación de desarrollar una continua investigación científica. Sin ésta no se apropiarán nuevos conocimientos y, menos aún, se podrán instrumentar para incluirlos dentro del proceso educativo.





Por su lado, los patrones profesionales de conducta también deben irse ajustando a las nuevas concepciones y requerimientos. Si no se hace así, pronto estarán desprotegidas la profesión y la sociedad.





De otra parte digamos que la eficacia del andamiaje jurídico, concebido para proteger simultáneamente al profesional, a la profesión y a la sociedad, dependerá en gran medida de la eficacia del llamado juez profesional. Una profesión digna es aquélla que, entre otras cosas, tiene un juez digno. Una profesión respetable supone un juez respetable. Una profesión dinámica implica un juez dinámico. Por eso, hoy como ayer, es necesario llamar la atención sobre la necesidad de cualificar cada vez más el Tribunal Disciplinario de la profesión, de dotarlo cada día de mejores y más amplios recursos, de especializar hombres de la profesión en la dura tarea del juicio y de demandarle que con toda energía sepa exonerar al inocente y castigar al negligente.





Dado que el derecho de la profesión no busca solamente la defensa de quien ha sido admitido a ella, sino también la de la sociedad, para que pueda aspirarse a una auto - regulación es necesario que la profesión dé muestras de su alto sentido social. Sin éste, confiarle la defensa de la profesión y de la sociedad será un disparate. Ese alto sentido social se mide, se comprueba, en la velocidad con que la profesión reacciona frente al clamor público que la cuestiona. Si, por el contrario, cuando la colectividad glosa la profesión, ésta hace como el avestruz y minimiza la importancia de la censura, prefiriendo dedicarse a tratar de resolver por ley sus pugnas internas, o a establecer ámbitos profesionales cada vez más amplios, demostrará que no está preparada para regir sus propios destinos.





Santa Fe de Bogotá, septiembre de 1994.
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